
*NOTA 
El presente documento no incluye la selección de las jurisprudencias y tesis aisladas 
publicadas el viernes 28 de octubre de 2022. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
 
[COMIDA DE DISCUSIÓN DE JURISPRUDENCIAS Y TESIS AISLADAS 
RELEVANTES. OCTUBRE 2022] 
El presente contiene: (i) las tesis relevantes en materia de concursos 
mercantiles publicadas en el Semanario Judicial de la Federación en los meses 
de septiembre a octubre de 2022; y (ii) las tesis relevantes que guardan relación 
con las restantes materias que atiende el Despacho publicadas en el Semanario 
Judicial de la Federación en los meses de agosto a octubre de 2022. 
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Época: Undécima Época  
Registro: 2025305  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de septiembre de 2022 10:39 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: III.3o.C.1 C (11a.)  
CONCURSO MERCANTIL. EL REQUISITO DE ANEXAR A LA SOLICITUD 
DE LA DECLARACIÓN RELATIVA LOS ESTADOS FINANCIEROS 
CERTIFICADOS POR CONTADOR PÚBLICO AUTORIZADO POR EL 
SERVICIO DE ADMINISTRACIÓN TRIBUTARIA (SAT), ES EXIGIBLE SÓLO 
PARA AQUELLAS EMPRESAS QUE TENGAN LA OBLIGACIÓN DE 
AUDITARSE. 
Hechos: Una empresa solicitó la declaración de concurso mercantil; anexó, 
entre otros documentos, los estados financieros de los últimos tres años, ante 
lo cual el Juez negó la solicitud, con el argumento de que, aunque están 
firmados por contador público, éste no se encuentra registrado ante las 
autoridades de hacienda para dictaminar fiscalmente y, como consecuencia, en 
concursos mercantiles. Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito 
determina que el requisito de anexar a la solicitud de la declaración de concurso 
mercantil los estados financieros certificados por contador público autorizado 
por el Servicio de Administración Tributaria (SAT), es exigible sólo para aquellas 
empresas que tengan la obligación de auditarse. Justificación: Lo anterior, 
porque el artículo 20, fracción I, de la Ley de Concursos Mercantiles 
impone el requisito de anexar a la solicitud respectiva los estados 
financieros auditados cuando las empresas tengan esta obligación en 
términos de ley, lo que debe interpretarse en concordancia con los 
preceptos 32-A y 52 del Código Fiscal de la Federación; el primero dispone 
cuáles empresas pueden optar por dictaminar sus estados financieros y 
el segundo establece que los contadores públicos que elaboren 
dictámenes financieros deben estar inscritos ante las autoridades fiscales 
para esos efectos; de donde se concluye que las personas jurídicas que 
gozan de la facultad potestativa de auditarse, no están obligadas a 
presentar los mencionados estados financieros certificados por contador 
público autorizado por el Servicio de Administración Tributaria (SAT). 
TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER 
CIRCUITO. Amparo directo 365/2021. Fin Cuatro, S.A.P.I. de C.V. 13 de enero 
de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Ubaldo García Armas. Secretario: 
José Julio Rojas Vieyra. 
 
 
(ii) TESIS RELEVANTES QUE GUARDAN RELACIÓN CON LAS 
RESTANTES MATERIAS QUE ATIENDE EL DESPACHO (AGOSTO A 
OCTUBRE DE 2022)  
 
 
I. CIVIL 

 
 
Época: Undécima Época  

(i) TESIS RELEVANTES EN MATERIA DE CONCURSOS 
MERCANTILES (SEPTIEMBRE A OCTUBRE DE 2022). 



Registro: 2025166  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 26 de agosto de 2022 10:34 h  
Materia(s): (Constitucional, Civil)  
Tesis: 1a./J. 115/2022 (11a.)  
RESPONSABILIDAD CIVIL OBJETIVA. EL QUE REGULE CONDUCTAS 
RIESGOSAS, PERO LÍCITAS, NO IMPLICA UNA LIMITACIÓN PARA 
REPARAR LOS DAÑOS MORALES. 
Hechos: Una persona presentó una demanda de responsabilidad civil objetiva 
por la muerte de su hermano, el cual fue atropellado por un automóvil conducido 
por un adolescente. En primera instancia, se condenó solidariamente a los 
demandados (padre y madre del adolescente y aseguradora) a indemnizar 
tanto el daño patrimonial como el daño moral. Tras la apelación y la 
interposición de juicios de amparo por ambas partes, el respectivo Tribunal 
Colegiado de Circuito concedió el amparo únicamente a los demandados. 
Desde su punto de vista y contrario a las decisiones previas, de conformidad 
con el Código Civil para el Estado de Sonora, en la responsabilidad 
extracontractual objetiva no es posible condenar por daño moral al no existir un 
hecho ilícito. En desacuerdo con esta decisión, se presentó un recurso de 
revisión. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación determina que el hecho de que, en principio, la 
responsabilidad civil objetiva regule conductas riesgosas pero lícitas, no 
conlleva que deba aceptarse una limitación a los daños que deben 
repararse, en particular, los daños morales. Justificación: No se pasa por 
alto la inquietud (jurisprudencial comparada o doctrinaria) consistente en que la 
responsabilidad extracontractual objetiva regula conductas inherentemente 
lícitas, pero riesgosas; por lo cual, se argumenta, es debatible que tenga que 
repararse todo tipo de daños (en especial, los inmateriales) cuando el 
propio ordenamiento jurídico permite dicha actividad y no se violó ningún 
deber de cuidado. Al respecto, en primer lugar, debe señalarse que no toda 
conducta riesgosa regulada mediante la responsabilidad civil objetiva 
cumple con deberes de cuidado. Por otro lado, el hecho de que la 
responsabilidad objetiva abarque en algunas ocasiones a conductas 
inherentemente lícitas, no tiene como resultado necesario que las 
consecuencias que surgen de la interacción de personas que se ven 
involucradas en esas conductas sean irrelevantes para el ordenamiento 
jurídico. Algunas de esas consecuencias pueden ser negativas para una 
de las partes que la sufre, por lo que esa persona no tiene el deber de 
soportar dicha afectación (causada por la actividad riesgosa) cuando la 
misma es injustificada, por más lícita que sea la actividad del dañador. Sin 
que lo anterior signifique que todas y cada una de las consecuencias de 
una conducta de una persona frente a otra deba ser reparada civilmente. 
Eso haría la vida prácticamente inviable. Sólo ciertas afectaciones son 
relevantes para el ordenamiento en atención a la importancia y al grado 
de afectación del derecho o interés jurídicamente protegidos; lo cual, es 
especialmente trascendente tratándose del daño moral, pues aunque cada 
persona tiene una autoridad epistémica exclusiva respecto a su dolor o 
emociones, no toda molestia o incomodidad en torno a los sentimientos, 
emociones u honor será relevante para el ordenamiento jurídico a efecto 
de exigirse su reparación. Por ello, tratándose de la regulación de conductas 
mediante el régimen de responsabilidad objetiva, por más lícita que pueda ser 
una conducta, si una persona ejerciendo su plan de vida llevó a cabo una 
actividad riesgosa, no puede esperar que la persona que se vio afectada por 



esa actividad sea quien solvente los perjuicios materiales o los inmateriales que 
esa conducta causó (se aceptaría con ello que una persona puede ser 
instrumento de otra). Al final de cuentas, el afectado por la conducta de otro fue 
el que vio disminuido de manera injustificada el goce/ejercicio de sus derechos 
a la propiedad, vida, salud, integridad física o emocional, etcétera. 
Consecuentemente, más que la especificación de los tipos de daños que 
se pueden reclamar, la selección de un determinado régimen de 
responsabilidad tiene como uno de sus principales objetivos idear las 
condiciones idóneas para que se respeten y protejan los diferentes 
derechos de las personas. Por ejemplo, distinguiendo las actividades 
riesgosas que, por su propia naturaleza, se considera que pueden poner en 
entredicho los derechos de las personas (como la propiedad, la vida, la salud o 
la integridad física o emocional, etcétera), de aquellas conductas que al no 
detentar esas características requieren de un aspecto subjetivo que obligue a 
dicha persona a respetar el derecho de otra persona a no ser dañada y a, en 
su caso, reparar el daño que causó de manera injustificada, a fin de 
salvaguardar los derechos humanos que se vieron trastocados. PRIMERA 
SALA. Amparo directo en revisión 538/2021. Irma del Carmen Campoy 
Salguero y otro. 10 de noviembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis 
González Alcántara Carrancá, quien formuló voto concurrente, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministro Alfredo 
Gutiérrez Ortiz Mena. Secretario: Miguel Antonio Núñez Valadez. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025210  
Instancia: Primera Sala  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 09 de septiembre de 2022 10:18 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: 1a./J. 117/2022 (11a.)  
COMPENSACIÓN PREVISTA EN EL ARTÍCULO 267, FRACCIÓN VI, DEL 
CÓDIGO CIVIL PARA EL DISTRITO FEDERAL, APLICABLE PARA LA 
CIUDAD DE MÉXICO. PUEDE RECLAMARSE CUANDO TERMINA EL 
MATRIMONIO POR LA MUERTE DE ALGUNO DE LOS CÓNYUGES, A 
PARTIR DE UNA INTERPRETACIÓN A LA LUZ DEL DERECHO A LA 
IGUALDAD Y A LA NO DISCRIMINACIÓN. 
Hechos: A partir de la muerte de uno de los cónyuges, por vía ordinaria civil, se 
demandó el pago de la compensación del valor de los bienes adquiridos durante 
la vigencia del matrimonio. El Juez de primera instancia admitió el asunto y lo 
acumuló al juicio sucesorio intestamentario del esposo; en sentencia, determinó 
que no se acreditaban los elementos constitutivos de la acción compensatoria. 
Inconforme con ello, la actora presentó recurso de apelación en el que se 
confirmó la resolución de primera instancia, ello con el argumento de que no 
podía existir compensación sin la terminación del matrimonio a través del 
divorcio. Inconforme, la apelante promovió juicio de amparo directo, el cual se 
negó al considerar infundados los argumentos relativos a la inconstitucionalidad 
del artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema 
Corte de Justicia de la Nación determina que la figura de la compensación 
prevista en el artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, 
aplicable para la Ciudad de México, puede reclamarse en los supuestos en que 
termina el matrimonio por la muerte de alguno de los cónyuges, a partir de una 



interpretación a la luz del derecho a la igualdad y a la no discriminación. 
Justificación: Las cuestiones relacionadas con la protección de la familia, tanto 
en su unidad como de las personas que la conforman individualmente, deben 
analizarse a la luz de la igualdad y no discriminación. En lo que respecta al 
matrimonio, implica que todos los deberes que surgen entre cónyuges a partir 
de su celebración, tanto aquellos susceptibles de apreciación económica como 
aquellos de carácter emocional, deben ser adecuados para el cumplimiento de 
los mandatos constitucionales referidos. De modo que la aplicabilidad de los 
mandatos de igualdad y no discriminación entre cónyuges no termina por 
la muerte de alguno de ellos, sino que también resultan aplicables en 
materia sucesoria, donde se deberán analizar las relaciones, 
especialmente en lo que respecta a las contribuciones que fueron 
realizadas por cada uno de los cónyuges durante la existencia del 
matrimonio. De ahí, que la figura de la compensación prevista en el 
artículo 267, fracción VI, del Código Civil para el Distrito Federal, aplicable 
para la Ciudad de México, se debe interpretar de manera amplia para 
optimizar en el mayor grado posible los imperativos constitucionales de 
igualdad sustantiva entre cónyuges. Lo anterior, ya que sería 
contradictorio sostener que las desigualdades patrimoniales que se 
generaron durante un matrimonio que se celebró bajo el régimen de 
separación de bienes, en donde uno de los cónyuges se haya dedicado 
en mayor medida a las labores domésticas, le permite a éste demandar la 
compensación en los casos de divorcio para que esta desigualdad sea 
resarcida, pero que en el caso de defunción de su cónyuge, se deberá 
atender a lo que se haya dispuesto en el testamento y, en caso de que no 
se le hubiera designado como heredera o legataria, únicamente subsistiría 
un deber de carácter asistencial para poder demandar su inoficiosidad y 
poder obtener alimentos. PRIMERA SALA. Amparo directo en revisión 
3908/2021. 25 de mayo de 2022. Mayoría de cuatro votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández, quien reservó su derecho para formular voto 
concurrente, y Ana Margarita Ríos Farjat y los Ministros Juan Luis González 
Alcántara Carrancá y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, quien reservó su derecho 
para formular voto concurrente. Disidente: Ministro Jorge Mario Pardo 
Rebolledo, quien formuló voto particular. Ponente: Ministro Juan Luis González 
Alcántara Carrancá. Secretario: Fernando Sosa Pastrana. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025340  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 07 de octubre de 2022 10:17 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: I.8o.C.13 C (11a.)  
RESPONSABILIDAD CIVIL SUBJETIVA, EN CASO DE CONCURRENCIA DE 
CULPA DE LA VÍCTIMA (LEGISLACIÓN DEL ESTADO DE MÉXICO). 
Hechos: En un juicio sobre responsabilidad civil subjetiva se consideró como 
responsable del daño al prestador del servicio y del uso de un mecanismo 
recreativo, por no haber cumplido cabalmente con las medidas de seguridad 
suficientes para proteger la integridad del usuario. En el juicio de amparo, el 
quejoso y prestador del servicio alegó que la culpa recaía en la víctima por no 
ejecutar los actos necesarios para evitar el percance, no obstante que fue 
instruida sobre la manera de hacerlo. Criterio jurídico: Tratándose de 
responsabilidad civil subjetiva puede existir concurrencia de culpa de la 



víctima, si ha coadyuvado a ocasionar su propio daño. Justificación: Si la 
culpa no es otra cosa que el comportamiento omisivo de la conducta debida, 
sea por negligencia, descuido, imprudencia o inobservancia de la ley, y resulta 
de los hechos ejecutados u omitidos por las partes en el evento dañoso, habrá 
culpa concurrente cuando el perjuicio sufrido por la víctima reconozca 
como causa o fuente, además de la conducta del victimario, su propio 
quehacer, es decir, cuando realiza u omite culposamente realizar los actos 
encaminados a evitar o disminuir el daño. En efecto, aunque en el Código 
Civil del Estado de México no existe precepto que en materia de 
responsabilidad civil contemple de manera expresa la concurrencia de 
culpa de la víctima en la realización del evento dañoso, debe tenerse en 
cuenta el texto del artículo 7.161 de ese ordenamiento (idéntico al artículo 
1917 del Código Civil Federal), que dice: "Artículo 7.161. Las personas que 
han causado en común un daño, son responsables solidariamente hacia 
la víctima por la reparación a que están obligados, de acuerdo con las 
disposiciones de este capítulo.". Este precepto, como se observa, 
atribuye responsabilidad a todos los que coadyuvan a producir un daño 
y, aunque no alude literalmente a la víctima como posible coautora, la 
solución que el precepto contempla es lógicamente aplicable al supuesto 
de contribución culposa de la víctima en la causación de su propio daño, 
si bien, con la única e importante diferencia de que, en ese caso, la 
consecuencia será la de disminuir la responsabilidad de la otra parte e 
influir, por tanto, en el quántum de la indemnización a cargo de esta 
última. Por tanto, de comprobarse que ambas partes han incurrido en 
conductas que, en conjunto, posibilitaron la obtención del resultado 
dañoso, esto debe tomarse en cuenta para determinar en qué medida cabe 
estimar que cada una contribuyó a la producción del resultado, para 
efectos de la reparación del daño, ya que se justifica la concurrencia de 
culpas que determina no un desplazamiento de la responsabilidad, sino 
una moderación de la misma, a cada cual, según la parte que le 
corresponda. OCTAVO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Amparo directo 395/2020. Hoteles Rodavento, S.A. de 
C.V. 27 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Abraham S. Marcos 
Valdés. Secretaria: Miriam Marcela Punzo Bravo. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025199  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de septiembre de 2022 10:11 h  
Materia(s): (Civil)  
Tesis: VIII.1o.C.T.2 C (11a.)  
RECURSOS HORIZONTALES. TIENEN DE FACTO EFECTOS 
SUSPENSIVOS, PUES EL JUEZ RESPONSABLE JURÍDICAMENTE NO 
PODRÁ EMITIR UN ACUERDO HACIENDO EFECTIVO EL ACTO 
RECURRIDO, EN TANTO NO RESUELVA EL MEDIO DE IMPUGNACIÓN 
INTERPUESTO. 
Los recursos horizontales, como el de revocación, permiten al Juez que 
dictó la resolución recurrida enmendar (remediar), por sí mismo, los 
errores que haya cometido; por ello, con independencia de que en su 
redacción no prevean la suspensión, es evidente que la intención del 
legislador fue establecerla de facto, pues dada su inmediatez y sencillez, 
es el propio juzgador responsable que emitió el acto quien resolverá el 



recurso de revocación, lo cual implica que jurídicamente no podrá emitir 
un acuerdo haciendo efectivo el acto recurrido, en tanto no resuelva el 
medio de impugnación; situación contraria acontece con los recursos 
verticales, como el de apelación, en los que puede producirse la 
suspensión de los efectos de la resolución recurrida hasta que se 
notifique la determinación del recurso respectivo; por lo que el efecto 
suspensivo no es regla general de los recursos, sino que es para los de 
alzada y se establece en qué casos se obtendrá ese efecto. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y DE TRABAJO DEL 
OCTAVO CIRCUITO. Amparo en revisión 7/2021. BBVA Bancomer, S.A., 
I.B.M., Grupo Financiero BBVA Bancomer. 3 de junio de 2021. Unanimidad de 
votos. Ponente: Mario Israel Pérez Herrera, secretario de tribunal autorizado 
por la Comisión de Carrera Judicial del Consejo de la Judicatura Federal para 
desempeñar las funciones de Magistrado. Secretaria: Ana Rosa Ascencio 
Alvarado. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025120  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 19 de agosto de 2022 10:27 h  
Materia(s): (Constitucional)  
Tesis: II.4o.P.38 P (10a.)  
JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO. PARA EMPLEAR ESTE 
MÉTODO NO ES INDISPENSABLE QUE LA PARTE INTERESADA EN LA 
CONTROVERSIA SEA UNA MUJER, NI QUE DEBA GENERARLE UN 
BENEFICIO. 
Hechos: El quejoso promovió juicio de amparo directo contra la sentencia 
dictada en su contra por el delito de homicidio con ventaja; argumenta que se 
actualizó la figura de exceso en la legítima defensa, porque utilizó un objeto 
punzocortante para privar de la vida a una persona que estaba ejecutando actos 
de violencia contra una mujer; sin embargo, el medio empleado no era racional 
ni proporcional para hacer cesar la agresión. Criterio jurídico: Este Tribunal 
Colegiado de Circuito determina que el caso debe juzgarse con perspectiva de 
género, sin que sea indispensable que la parte interesada en la controversia 
sea una mujer, ni que deba generarle un beneficio. Justificación: Lo anterior, 
porque en congruencia con la tesis de jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.), 
de la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, de título 
y subtítulo: "ACCESO A LA JUSTICIA EN CONDICIONES DE IGUALDAD. 
ELEMENTOS PARA JUZGAR CON PERSPECTIVA DE GÉNERO." y con el 
Protocolo para Juzgar con Perspectiva de Género de ese Alto Tribunal, las 
personas juzgadoras no sólo deben emplear la perspectiva de género en 
casos en donde la parte promovente del juicio o controversia sea una 
mujer, sino que este método debe utilizarse en todos aquellos asuntos 
que den cuenta de la existencia de relaciones asimétricas de poder, 
violencia, vulnerabilidad, o bien, de contextos de desigualdad estructural 
basados en el sexo, el género o las preferencias u orientaciones sexuales 
de las personas. Por tanto, es válido emplear la perspectiva de género sin 
que el examen respectivo, necesariamente, deba reportar un beneficio 
hacia la mujer. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA PENAL 
DEL SEGUNDO CIRCUITO. Amparo directo 190/2019. 5 de marzo de 2020. 
Unanimidad de votos. Ponente: Mauricio Torres Martínez. Secretario: Alejandro 
Vilchis Robles. Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 22/2016 (10a.) citada, 



aparece publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 15 de 
abril de 2016 a las 10:30 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 29, Tomo II, abril de 2016, página 836, con 
número de registro digital: 2011430. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025300  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 30 de septiembre de 2022 10:39 h  
Materia(s): (Penal)  
Tesis: XXX.3o.5 P (11a.)  
ALERTA AMBER MÉXICO. PARA EFECTOS DE SU ACTIVACIÓN, EL 
SUPUESTO DE RIESGO INMINENTE EN QUE SE ENCUENTRA UN NIÑO, 
NIÑA O ADOLESCENTE DE SUFRIR DAÑO GRAVE A SU INTEGRIDAD 
PERSONAL POR MOTIVO DE AUSENCIA, SE ACTUALIZA CUANDO ES 
SUSTRAÍDO DE SU DOMICILIO O LUGAR DE RESIDENCIA POR UNO DE 
SUS PROGENITORES Y NO EXISTE DATO ALGUNO SOBRE SU 
PARADERO O LOCALIZACIÓN. 
Hechos: En un juicio único civil, donde el padre de una niña demandó a la madre 
de la infante la pérdida de la patria potestad y la guarda y custodia, el Juez 
familiar tuvo conocimiento de hechos que revelan que la progenitora sustrajo a 
la menor de edad de su domicilio familiar sin mediar un acuerdo con su 
progenitor, y sin que se tenga dato alguno sobre su localización o paradero, por 
lo que dicha autoridad giró un oficio a la Fiscalía General del Estado, donde 
ordenó la activación de la Alerta Amber México respecto de la niña involucrada; 
sin embargo, el fiscal responsable se negó a solicitar la activación de dicha 
medida de localización y búsqueda. Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado 
de Circuito determina que procede la activación de la Alerta Amber México, 
cuando un niño, niña o adolescente ha sido sustraído de su domicilio o lugar de 
residencia por uno de sus progenitores, y no existe dato alguno que conduzca 
a su localización o paradero, al actualizarse el supuesto relativo de encontrarse 
en riesgo inminente de sufrir daño grave a su integridad personal por motivo de 
ausencia. Justificación: Conforme a los artículos 1o. y 4o. de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos y con base en el principio del interés 
superior del menor de edad, es obligación de todas las autoridades del país 
velar por los derechos fundamentales de los menores de edad y adoptar todas 
las medidas indispensables para luchar contra los traslados ilícitos de los niños 
al extranjero, además de actuar de manera preventiva para garantizar la 
permanencia con sus progenitores en un entorno de seguridad, por lo que en 
un juicio en el cual se discutan cuestiones inherentes a los derechos del 
niño, el juzgador está constreñido a atender todas las circunstancias o 
hechos que en el caso concreto se relacionen con la niñez e interpretar y 
aplicar las normas de una forma adecuada, esto es, de la manera que más 
favorezca las prioridades del infante. Luego, el supuesto de riesgo 
inminente por ausencia en que se encuentra un menor de edad o 
adolescente, en términos del punto V.17, inciso a, del Protocolo Nacional 
Alerta Amber México, y que constituye uno de los criterios que da lugar a 
la activación de dicha medida de localización y búsqueda, se actualiza 
cuando de manera voluntaria o involuntaria el niño, niña o adolescente ha 
sido alejado materialmente de su domicilio o lugar de residencia por uno 
de sus progenitores, de tal forma que le sea imposible volver a éste por 
causa propia o ajena, y no exista dato alguno que conduzca a su 



localización o paradero pues, en ese supuesto, debe entenderse que se 
encuentra en peligro de sufrir un daño grave en su integridad, por lo que 
la autoridad competente debe ordenar de manera inmediata la activación 
de la Alerta Amber México en la Plataforma México. TERCER TRIBUNAL 
COLEGIADO DEL TRIGÉSIMO CIRCUITO. Amparo en revisión 61/2022. 21 
de julio de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Gustavo Roque Leyva. 
Secretaria: Lisbet Catalina Soto Martínez. 
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PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR. SU ALCANCE CUBRE A LOS USUARIOS 
DEL SERVICIO DE SEGUROS Y GENERA OBLIGACIONES PARA LAS 
ASEGURADORAS PRIVADAS. 
Hechos: Familiares directos de una persona que falleció como consecuencia de 
un accidente automovilístico (atropellamiento), promovieron juicio de 
responsabilidad en la vía civil para reclamar el pago de daños materiales y una 
indemnización por daño moral, ante el hecho de que, en la vía penal, el 
demandado conductor del vehículo (propiedad de distinta persona) fue 
sentenciado por homicidio culposo, pero fue condenado por una cantidad 
insuficiente respecto de los daños materiales, y absuelto de la reparación del 
daño moral. En la sentencia de segunda instancia del juicio civil, en 
cumplimiento a una previa ejecutoria de amparo, se reiteró la condena por daño 
material, y se tuvo por acreditado el daño moral, cuantificándose en cantidad 
líquida. Asimismo, con libertad de jurisdicción, el Tribunal de Alzada determinó 
que la sentencia, en cuanto hace a la condena por el daño inmaterial, deparaba 
perjuicio a la aseguradora que extendió póliza de seguro de automóvil con la 
cobertura de responsabilidad civil frente a terceros (también llamada al juicio). 
Inconforme con lo anterior, la aseguradora presentó demanda de amparo 
directo, el cual fue concedido por el Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento, para que el Tribunal de Apelación responsable valorara el hecho 
de que la póliza de seguro, conforme a sus condiciones generales, excluía el 
daño moral. Adicionalmente, dicho tribunal negó que el solicitante de amparo 
adhesivo tuviera legitimación para reclamar las condiciones generales del 
seguro, por no tener el carácter de asegurado o contratante, sino de un tercero 
conductor del automóvil. En desacuerdo con ello, el demandado interpuso un 
recurso de revisión. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que la obligación de proteger los derechos 
de los consumidores, prevista en el artículo 28 de la Constitución General, 
también concierne a los prestadores de servicios financieros y, 
particularmente, a los del sector asegurador. Por lo que las aseguradoras, 
como expertas en su actividad, están obligadas a brindar a sus clientes 
en forma fehaciente información completa, clara, sencilla y transparente, 
sobre todos los aspectos del seguro; entre ellos, sus términos, 
condiciones, coberturas y exclusiones, desde los primeros momentos de 
la relación, así como a cerciorarse de que el seguro ofrecido sea 



pertinente a las necesidades del cliente y que sus cláusulas correspondan 
cabalmente con la legislación aplicable y las buenas prácticas en dicho 
sector. Justificación: La protección al consumidor tiene rango constitucional y 
se ha reconocido como un derecho fundamental que tiene por objeto, 
esencialmente, la eliminación de las asimetrías en el proceso de consumo, así 
como la procuración de la organización y defensa de sus derechos, a través de 
la intervención estatal, en términos del artículo 28, párrafo tercero, 
constitucional. Dicha protección comprende también a los consumidores o 
usuarios de servicios financieros, y particularmente a los del sector de seguros. 
En este sentido, el contrato de seguro si bien constituye un acuerdo de 
voluntades, también experimenta cierta asimetría entre el proveedor del 
seguro y los usuarios de éste, al tratarse por lo general, de un contrato de 
adhesión, en el que existe un desequilibrio en las posiciones de la 
aseguradora como experta en la materia y el contratante o asegurado, en 
cuanto a transigir o negociar sus condiciones generales. Esa 
característica del contrato de adhesión no debe implicar que las 
aseguradoras no brinden la información relacionada con las coberturas 
aseguradas a sus clientes desde el primer momento de la relación 
contractual. Esto implica velar por el principio de que la parte contratante 
tenga acceso a la información de manera completa, clara, sencilla y 
transparente. Para ello, es fundamental que la empresa aseguradora 
otorgue al solicitante, eventualmente asegurado, la información no sólo 
de los montos de las coberturas, sino también de las exclusiones del 
contrato. Ahora bien, para la verificación de que se ha cumplido con el 
indicado principio, resulta indispensable que el asegurado lo manifieste y 
quede asentado su consentimiento, así como que conoce y ha recibido 
dicha información, pudiendo ser ésta de manera física o digital, pero 
siempre a elección del cliente, que es la parte vulnerable en la relación de 
consumo asimétrica, y atendiendo a lo dispuesto en el artículo 208 de la 
Ley de Instituciones de Seguros y de Fianzas. En ese tenor, se imponen a 
las aseguradoras las obligaciones de indicar de manera clara y precisa el 
alcance, los términos, las condiciones, las exclusiones, las limitantes, y 
cualquier otra modalidad que se establezca en los contratos de seguro, así 
como celebrar éstos conforme a las sanas prácticas en materia de seguros, y 
verificar que la documentación contractual sea congruente. Por lo que el 
incumplimiento a dichas obligaciones por parte de la aseguradora debe 
tener una consecuencia para ésta en beneficio del cliente, y no viceversa. 
Más aún, ha de estimarse que en el caso de los seguros obligatorios, el 
principio de autonomía de la voluntad, que es característico del pacto, no 
opera con la misma flexibilidad que cuando se contrata un seguro 
voluntario, por lo que la aseguradora debe cerciorarse de que las 
cláusulas cumplan con el cometido que el legislador democrático 
gestionó al emitir la norma que prevé la obligatoriedad del seguro. 
Finalmente, la Primera Sala enfatiza el deber de los operadores de justicia –en 
el ámbito de sus competencias–, de brindar una tutela judicial efectiva respecto 
de los derechos de los consumidores frente a las aseguradoras privadas. 
PRIMERA SALA. Amparo directo en revisión 1324/2021. Quálitas Compañía 
de Seguros, S.A.B. de C.V. 1 de diciembre de 2021. Cinco votos de las Ministras 
Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está 
con el sentido, pero se separa de algunos párrafos. Ponente: Ministra Norma 
Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón Gamboa. 
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DAÑO MORAL. SU EXCLUSIÓN EN UN CONTRATO DE SEGURO 
OBLIGATORIO DE AUTOMÓVIL CON COBERTURA DE 
RESPONSABILIDAD CIVIL ES INCONSTITUCIONAL. 
Hechos: Familiares directos de una persona que falleció como consecuencia de 
un accidente automovilístico (atropellamiento), promovieron juicio de 
responsabilidad en la vía civil para reclamar el pago de daños materiales y una 
indemnización por daño moral, ante el hecho de que, en la vía penal, el 
demandado conductor del vehículo (propiedad de distinta persona) fue 
sentenciado por homicidio culposo, pero fue condenado por una cantidad 
insuficiente respecto de los daños materiales, y absuelto de la reparación del 
daño moral. En la sentencia de segunda instancia del juicio civil, en 
cumplimiento a una previa ejecutoria de amparo, se reiteró la condena por daño 
material, y se tuvo por acreditado el daño moral, cuantificándose en cantidad 
líquida. Asimismo, con libertad de jurisdicción, el Tribunal de Alzada determinó 
que la sentencia, en cuanto hace a la condena por el daño inmaterial, deparaba 
perjuicio a la aseguradora que extendió póliza de seguro de automóvil con la 
cobertura de responsabilidad civil frente a terceros (también llamada al juicio). 
Inconforme con lo anterior, la aseguradora presentó demanda de amparo 
directo, el cual fue concedido por el Tribunal Colegiado de Circuito del 
conocimiento, para que el Tribunal de Apelación responsable valorara el hecho 
de que la póliza de seguro, conforme a sus condiciones generales, excluía el 
daño moral. Adicionalmente, dicho tribunal negó que el solicitante de amparo 
adhesivo tuviera legitimación para reclamar las condiciones generales del 
seguro, por no tener el carácter de asegurado o contratante, sino de un tercero 
conductor del automóvil. En desacuerdo con ello, el demandado interpuso un 
recurso de revisión. Criterio jurídico: La Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación determina que en un contrato de seguro de vehículo 
obligatorio, la cobertura de responsabilidad civil debe ser integral; es 
decir, debe comprender tanto el daño material como el daño moral, hasta 
por el monto de la suma asegurada. Por lo que el contrato de seguro de 
automóvil con esa cobertura, que excluya el daño moral, no es un seguro 
eficaz y la cláusula relativa es inconstitucional, ya que no puede ser válida 
dicha exclusión en perjuicio del asegurado o tercero conductor con 
derecho a beneficiarse del seguro en la misma posición de aquél. 
Justificación: La obligación de proteger los derechos de los consumidores 
prevista en el artículo 28, párrafo tercero, de la Constitución General, también 
concierne a los prestadores de servicios financieros y, particularmente, a los del 
sector asegurador. Dicha protección esencialmente consiste en contrarrestar 
asimetrías en la relación de consumo, propiciando la organización de los 
consumidores o usuarios de esos servicios y procurando el mejor cuidado de 
sus intereses ante posibles situaciones desventajosas; en equidad, 
transparencia y seguridad jurídica. Y el contrato de seguro, si bien constituye 
un acuerdo de voluntades, es finalmente un contrato de adhesión en el que 
existe un desequilibrio en las posiciones de la aseguradora como experta en la 
materia y el contratante o asegurado, en cuanto a transigir o negociar sus 
condiciones generales. Sobre esa base, se tiene en cuenta que los artículos 
145 y 146 de la Ley sobre el Contrato de Seguro contemplan el seguro de 
responsabilidad, por virtud del cual la aseguradora se obliga hasta el 



límite de la cantidad asegurada y el derecho a la indemnización 
corresponde al tercero dañado, sin que en la regulación se advierta alguna 
exclusión, lo cual queda a la libertad contractual. Así, aun cuando el 
contrato de seguro se rige por ese principio de autonomía de la voluntad, 
ésta se encuentra limitada para el asegurado o contratante, sobre todo en 
el caso de los seguros obligatorios y, en ese sentido, no debe 
considerarse válida la exclusión del daño moral en el seguro de vehículo 
con cobertura de responsabilidad civil. Ello, debido a que con tal 
restricción no se cumpliría con el objeto del seguro obligatorio de 
vehículo que es proteger el patrimonio del asegurado o del tercero 
conductor con derecho a los beneficios del pacto, pues el riesgo que se 
corre con el uso de vehículos implica responsabilidad por ambos tipos de 
daño. Así, a la luz del artículo 1916 del Código Civil Federal el daño moral 
se actualiza independientemente de que se haya causado un daño 
material. Además, esto es coherente con lo que refieren las normativas de 
tránsito en cuanto a garantizar los daños que se pudieran ocasionar en 
los bienes y en las personas. Por ello, se considera que no es dable 
aceptar como un seguro eficaz aquel en que la cobertura de 
responsabilidad civil excluye el daño moral, pues con ello se puede 
presumir la venta de un seguro ilusorio que no protegerá el patrimonio del 
cliente y sus usuarios en la medida que se necesita. Máxime que la 
aseguradora, de cualquier modo, ya calcula y cobra una prima que 
considera el monto total por el que se obliga como suma asegurada. Por 
tanto, si no se actualiza una justificación objetiva y razonable para que el 
daño moral se pueda exceptuar de la cobertura de responsabilidad civil 
en este tipo de seguro, dicha exclusión no resulta válida y no debe operar 
en perjuicio del asegurado o tercero conductor con derecho a beneficiarse 
del seguro en la misma posición de aquél. PRIMERA SALA. Amparo directo 
en revisión 1324/2021. Quálitas Compañía de Seguros, S.A.B. de C.V. 1 de 
diciembre de 2021. Cinco votos de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández 
y Ana Margarita Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara 
Carrancá, Jorge Mario Pardo Rebolledo, quien está con el sentido, pero se 
separa de algunos párrafos, y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Jorge Francisco Calderón Gamboa. 
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ACCIÓN PERSONAL DE COBRO EN LA VÍA ORDINARIA MERCANTIL. ES 
PROCEDENTE SI SE PROMUEVE CON BASE EN UN TÍTULO DE CRÉDITO 
(PAGARÉ), CUANDO LA ACCIÓN CAMBIARIA HABÍA PRESCRITO Y LOS 
ACTORES MANIFESTARON EXPRESAMENTE QUE NO ERA SU 
INTENCIÓN EJERCER LA ACCIÓN CAUSAL, PORQUE FUERON 
ENDOSADOS EN PROPIEDAD A FAVOR DEL ACCIONANTE, POR LO QUE 
NO RESULTA APLICABLE LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 72/2018 (10a.), DE 
LA PRIMERA SALA DE LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA DE LA 
NACIÓN. 

De conformidad con lo dispuesto por el artículo 1390 Bis del Código de 
Comercio, que prevé que no se sustanciarán en el juicio oral mercantil aquellos 



de tramitación especial establecidos en ese código y en otras leyes, ni los de 
cuantía indeterminada, en relación con los preceptos que integran la Sección 
9a. del Capítulo II, y del Capítulo III, del Título I, de la Ley General de Títulos y 
Operaciones de Crédito, que regulan una tramitación especial cuando se trata 
de hacer efectiva la obligación consignada en títulos de crédito, no resulta 
aplicable la jurisprudencia 1a./J. 72/2018 (10a.), de la Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación, toda vez que el legislador previó 
expresamente en la ley especial (Ley General de Títulos y Operaciones de 
Crédito), las acciones que tiene a su favor el tenedor de un pagaré, esto 
es, la acción cambiaria directa, la acción cambiaria en vía de regreso, la 
acción causal y la de enriquecimiento ilegítimo, y no la diversa personal 
de cobro, en la vía ordinaria mercantil. PLENO DEL DECIMONOVENO 
CIRCUITO. Contradicción de tesis 5/2019. Entre las sustentadas por el Primer 
y el Segundo Tribunales Colegiados, ambos en Materias Administrativa y Civil 
del Décimo Noveno Circuito. 8 de diciembre de 2020. Mayoría de cuatro votos 
de los Magistrados Mauricio Fernández de la Mora, Jorge Holder Gómez, Estela 
Platero Salado y Olga Iliana Saldaña Durán. Disidentes: Juan Manuel Díaz 
Núñez y Osbaldo López García, quienes formularon voto particular. Ponente: 
Olga Iliana Saldaña Durán. Secretario: Francisco Rivelino Arias Moreno. 
Criterios contendientes: El sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al resolver el 
amparo directo 121/2019, y el diverso sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materias Administrativa y Civil del Décimo Noveno Circuito, al 
resolver el amparo directo 603/2018. Nota: La tesis de jurisprudencia 1a./J. 
72/2018 (10a.), de título y subtítulo: "VÍA ORAL MERCANTIL. PARA SU 
PROCEDENCIA SE DEBE ATENDER A LA PRETENSIÓN EFECTIVAMENTE 
PLANTEADA POR EL ACTOR, AUN CUANDO ACOMPAÑE A SU DEMANDA 
UN TÍTULO EJECUTIVO MERCANTIL." citada, aparece publicada en el 
Semanario Judicial de la Federación del viernes 7 de diciembre de 2018 a las 
10:19 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima 
Época, Libro 61, Tomo I, diciembre de 2018, página 243, con número de registro 
digital: 2018876. 
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NOTIFICACIONES EN MATERIAS CIVIL O MERCANTIL. SÓLO PUEDEN 
SURTIR EFECTOS LOS DÍAS HÁBILES EN LOS QUE LOS ÓRGANOS 
JURISDICCIONALES DEL PODER JUDICIAL DE LA CIUDAD DE MÉXICO 
LABOREN A PUERTA ABIERTA, DURANTE LA CONTINGENCIA 
SANITARIA POR EL VIRUS SARS-CoV2 (COVID-19). 

Hechos: Con motivo de la emergencia sanitaria generada por el virus SARS-
CoV2 (COVID-19), el Pleno del Consejo de la Judicatura de la Ciudad de 
México emitió el Acuerdo volante 05-19/2020, en el cual se estableció que para 
la atención al público en los órganos jurisdiccionales, éstos funcionarían todos 
los días hábiles, en forma alternada y sucesiva, por lo cual, un día su actividad 
se ejecutará a puerta abierta, con atención al público en general y, al siguiente, 
a puerta cerrada. Asimismo, se precisó que en las actividades a puerta cerrada, 
los órganos jurisdiccionales se dedicarían a desarrollar el trabajo judicial y, por 



regla general, sin atención al público. Con motivo de ello, se autorizó que los 
términos y plazos procesales correrían normalmente, en el entendido de que si 
se vencieran cuando el órgano jurisdiccional se encontrara laborando a puerta 
cerrada, deberían presentar la promoción, escrito o libelo ante la Oficialía de 
Partes Común respectiva después del horario de labores de los órganos 
jurisdiccionales. Asimismo, mediante el diverso Acuerdo V-31/2020, se 
determinó la suspensión de términos procesales en las Salas civiles y 
familiares, Juzgados Civiles y Familiares de Proceso Escrito y Proceso Oral, así 
como en los Juzgados Civiles de Cuantía Menor de la Ciudad de México, única 
y exclusivamente en los días en los que esos órganos jurisdiccionales laboren 
y desarrollen sus actividades a puerta cerrada; en el entendido de que en los 
días que se labore a puerta abierta, los términos procesales correrán de forma 
normal. Derivado de lo anterior, la actora presentó una demanda en la vía 
oral mercantil y el juzgado respectivo le formuló una prevención; la 
notificación del acuerdo respectivo se practicó mediante Boletín Judicial 
en un día en que el órgano jurisdiccional respectivo laboró a puerta 
abierta. El Juez de origen determinó que la prevención se desahogó en 
forma extemporánea, pues el escrito respectivo se presentó un día 
después de fenecido el plazo concedido, en virtud de que la notificación 
del auto de prevención surtió efectos al día siguiente al en que se practicó; 
esto es, en un día en el que ese órgano jurisdiccional laboró a puerta 
cerrada. Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que las 
notificaciones en materias civil o mercantil sólo pueden surtir efectos los días 
hábiles en los que los órganos jurisdiccionales del Poder Judicial de la Ciudad 
de México laboren a puerta abierta, durante la contingencia sanitaria por el virus 
SARS-CoV2 (COVID-19). Justificación: Lo anterior, pues conforme al artículo 
1068 del Código de Comercio, las notificaciones que no deban ser personales 
de las resoluciones que se emitan en los procedimientos jurisdiccionales 
mercantiles, se deberán practicar al día siguiente de aquel al en que se emitan. 
Por otra parte, el artículo 1069 del mismo ordenamiento concede a las partes 
que intervienen en los procedimientos jurisdiccionales la prerrogativa de 
designar autorizados que contarán, entre otras facultades, para oír y recibir 
notificaciones e imponerse de los autos. Las notificaciones por Boletín Judicial 
están previstas en el artículo 1068, fracción II, del Código de Comercio y es 
aplicable, en forma supletoria, el artículo 125 del Código de Procedimientos 
Civiles para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, pues el 
Código Federal de Procedimientos Civiles no regula las notificaciones por 
Boletín Judicial. Así, conforme al último precepto citado, en conjunción con lo 
previsto en el artículo 1075, párrafos primero y segundo, del Código de 
Comercio, las partes, sus autorizados o sus procuradores, tienen el derecho de 
acudir al tribunal o juzgado a notificarse personalmente el mismo día en que se 
dicten las resoluciones, y sólo que no lo hagan, el órgano jurisdiccional las 
mandará publicar en el Boletín Judicial y dicha notificación surtirá sus efectos 
al día siguiente al de su publicación. Además, conforme a los artículos 1064, 
1075 y 1076, primer párrafo, del Código de Comercio, las actuaciones 
judiciales sólo se pueden llevar a cabo en días y horas hábiles y, de igual 
forma, los plazos procesales únicamente pueden transcurrir en días 
hábiles. Lo cual evidencia que si la actividad judicial y los plazos 
procesales sólo pueden tener lugar en días hábiles, las notificaciones 
también deberán surtir efectos en días hábiles, pues lo contrario 
implicaría ir en contra de esa regla general prevista en la legislación 
adjetiva, la cual se encuentra dirigida a salvaguardar las formalidades 
esenciales del procedimiento y el derecho de acceso a la justicia de los 
particulares. Por tanto, si el Pleno del Consejo de la Judicatura de la Ciudad 
de México emitió acuerdos generales con motivo de la emergencia sanitaria 



generada por el virus SARS-CoV2 (COVID-19), para dar claridad y certeza 
jurídica a los justiciables y, por ello, se determinó que los días en que los 
órganos jurisdiccionales civiles y familiares laboren a puerta cerrada no 
debían correr los plazos procesales, es evidente que, por mayoría de 
razón, los mismos días en que el órgano jurisdiccional laboró a puerta 
cerrada no pueden surtir efectos las notificaciones practicadas, en 
cualquier forma, el día anterior. Ello, pues conforme a la citada normativa 
administrativa, el día en que un órgano jurisdiccional civil o familiar labora 
a puerta cerrada, para el público justiciable se equipara a un día inhábil, 
al no poder comparecer al local del juzgado o tribunal a ejercer sus 
derechos o consultar los expedientes. Por tanto, el hecho de que 
conforme a la citada disposición administrativa, los funcionarios y 
empleados judiciales puedan emitir resoluciones y laborar los días en que 
el órgano jurisdiccional funciona a puerta cerrada, no puede tener el 
alcance de estimar que en esos días puedan surtir efectos las 
notificaciones que ese órgano hubiere practicado el día anterior, pues ello 
sería en demérito de las formalidades esenciales del procedimiento, del 
derecho de acceso a la justicia y del principio de certeza jurídica, 
consagrados en los artículos 14, párrafo segundo y 17 de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos. Por tanto, la citada normativa 
administrativa se debe interpretar de acuerdo con los citados postulados 
constitucionales, a fin de salvaguardar el derecho de audiencia de las personas 
que intervienen en un procedimiento judicial, pues las disposiciones de tipo 
administrativo que se emiten con motivo de la referida contingencia sanitaria o 
su interpretación, no pueden tener el alcance de limitar ni demeritar los 
derechos procesales de las partes, máxime cuando del referido acuerdo 
general claramente se advierte que su intención fue salvaguardar esos 
derechos y generar certidumbre a los justiciables. DÉCIMO PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Amparo directo 363/2020. 13 de enero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: 
Fernando Rangel Ramírez. Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 
Amparo directo 428/2021. Quálitas Compañía de Seguros, S.A. de C.V. 30 de 
noviembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Ma. Luz Silva Santillán. 
Secretario: Gabriel Zúñiga Roque. Amparo directo 364/2021. Gentag, S.A. de 
C.V. 30 de noviembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio 
Ortega Marín. Secretaria: Isabel Rosas Oceguera. Amparo directo 67/2022. 
Caja de Previsión de la Policía Preventiva de la Ciudad de México. 29 de marzo 
de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega Marín. Secretaria: 
Isabel Rosas Oceguera. Amparo en revisión 64/2022. Vivianna Herce Cerda. 
27 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: J. Refugio Ortega Marín. 
Secretario: Manuel Hernández Padrón. 
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TRANSFERENCIAS ELECTRÓNICAS BANCARIAS. CUANDO LA 
DIRECCIÓN DE PROTOCOLO DE INTERNET (IP) TIENE UN LUGAR DE 
ORIGEN INUSUAL Y A PESAR DE ELLO EL BANCO AUTORIZA LA 
OPERACIÓN SIN ANTES SUSPENDER EL SERVICIO DE BANCA 



ELECTRÓNICA O RECHAZAR LA TRANSACCIÓN PRECAUTORIAMENTE, 
DEBE CONSIDERARSE QUE EL CLIENTE NO OTORGÓ SU 
CONSENTIMIENTO, AUN CUANDO SE HAYAN UTILIZADO TODOS LOS 
FACTORES DE AUTENTICACIÓN NECESARIOS PARA APROBARLA.  

Hechos: En un juicio oral mercantil el cuentahabiente demandó a la institución 
de crédito por la nulidad de una transferencia electrónica bancaria; seguida la 
controversia en todas sus etapas, el Juez responsable emitió sentencia 
definitiva en la cual declaró la nulidad absoluta de la operación, principalmente, 
por considerar que no existía certeza de que el cuentahabiente otorgó su 
consentimiento en la transacción, pues el lugar de origen de la dirección de 
protocolo de Internet desde donde se realizó no era usual para la actora, al 
corresponder al área geográfica de otro país. Criterio jurídico: Este Tribunal 
Colegiado de Circuito determina que cuando la dirección de protocolo de 
Internet (IP) tiene un lugar de origen inusual de operaciones del 
cuentahabiente y a pesar de ello el banco la autoriza sin suspender el 
servicio de banca electrónica o rechazar la transacción precautoriamente, 
debe considerarse que el cliente no otorgó su consentimiento, aun 
cuando se hayan utilizado todos los factores de autenticación necesarios 
para aprobar la transferencia electrónica bancaria. Justificación: Lo 
anterior, porque de los artículos 316 Bis 2, fracción I, inciso b), 316 Bis 13 
y 316 Bis 15, fracción I, inciso d), de las Disposiciones de Carácter General 
Aplicables a las Instituciones de Crédito emitidas por la Comisión 
Nacional Bancaria y de Valores, publicadas en el Diario Oficial de la 
Federación el 2 de diciembre de 2005 y modificadas mediante resolución 
publicada en el mismo medio de difusión el 27 de enero de 2010, se 
advierte que los bancos deberán proveer lo necesario para que una vez 
autenticado el usuario en el servicio de banca electrónica de que se trate, 
la sesión no pueda ser utilizada por un tercero y que, para efectos de lo 
anterior, las instituciones deberán establecer, al menos, los mecanismos 
de seguridad del sistema de banca electrónica siguientes: dar por terminada 
la sesión en forma automática e informar al usuario cuando en el curso de una 
sesión del servicio de banca por Internet, la institución identifique cambios 
relevantes en los parámetros de comunicación del medio electrónico, tales 
como la identificación del dispositivo de acceso "rango de direcciones de los 
protocolos de comunicación, ubicación geográfica, entre otros"; asimismo, las 
instituciones están facultadas para detectar y prevenir eventos apartados de los 
parámetros de "uso habitual" de los usuarios, como suspender la utilización del 
servicio de banca electrónica o, en su caso, de la operación que se pretenda 
realizar (lo que implica rechazarla), en el evento de que cuenten con elementos 
que hagan presumir que el identificador de usuario o los factores de 
autenticación no están siendo utilizados por el propio usuario; igualmente, que 
en las bitácoras generadas de su parte, las instituciones de crédito deberán 
registrar las direcciones de los protocolos de Internet o similares. Con base en 
lo anterior, el hecho de que el protocolo o dirección de protocolo de Internet 
desde la cual se originó la operación cuya nulidad se pretende, corresponda a 
una área geográfica de otro país, cuando el domicilio principal del cliente 
registrado en el contrato bancario está ubicado en México, y el objeto de dicha 
operación haya sido la transferencia de miles de pesos, ante los ojos de 
cualquier observador racional, constituye una actividad inusual que amerita, por 
precaución básica, dar por terminada la sesión automáticamente y suspender 
la utilización del servicio de banca electrónica o rechazar la operación, con base 
en la interpretación armónica y aplicación de los preceptos 316 Bis 2, fracción 
I, inciso b) y 316 Bis 13 citados. Así, el hecho de que la operación impugnada 
se haya originado desde esa dirección de protocolo de Internet inusual 
(de Israel, sea porque quien robó la identidad haya estado verdaderamente en 



ese país o haya utilizado un programa para disfrazar su ubicación real a través 
de ese protocolo), y aun así la institución de crédito haya autorizado la 
transferencia, revela que el banco omitió seguir los procedimientos 
establecidos normativamente para la fiabilidad de la operación y, por el 
contrario, ello demuestra la falta de seguridad de sus sistemas 
electrónicos, pues un dato tan grave y evidente como lo es lo inusual de 
la ubicación geográfica de la dirección de protocolo de Internet de donde 
procedió la operación, no fue detectado por sus mecanismos de 
seguridad. De ahí que ante la apuntada deficiencia en los filtros de seguridad 
de la institución de crédito en la prestación del servicio de banca electrónica, no 
puede considerarse que el cuentahabiente otorgó su consentimiento en la 
operación impugnada, a pesar de que se pudieran o no haber utilizado todos 
los datos de autenticación del cliente, como lo pueden ser nombres de usuarios, 
claves, claves dinámicas derivadas de tokens, o cualquier otro factor de 
autenticación, pues es sabido que los grupos delictivos obtienen los datos 
confidenciales de los clientes a través de engaños, que luego pueden usarse 
para autenticar transacciones fraudulentas. SEGUNDO TRIBUNAL 
COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. Amparo directo 
20/2021. 23 de septiembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Alberto 
Miguel Ruiz Matías. Secretario: Shelin Josué Rodríguez Ramírez. 
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EMBARGO DE CUENTAS BANCARIAS. EL PRACTICADO SOBRE 
AQUELLAS EN LAS QUE EXISTA PLURALIDAD DE TITULARES, NO LE 
GENERA AFECTACIÓN AL RESTO DE LOS COTITULARES NO 
DEMANDADOS, CUANDO EN SU CONTRATACIÓN SE HAYA OPTADO 
POR UN RÉGIMEN DE SOLIDARIDAD, QUE LES PERMITA DISPONER 
TOTAL O PARCIALMENTE DE MANERA INDISTINTA DE LOS RECURSOS.  

Hechos: La quejosa, como tercera extraña al juicio, reclamó la determinación 
que decretó la ampliación de embargo en bienes y la orden de girar oficios a las 
instituciones de crédito para inmovilizar los fondos existentes en cuentas 
bancarias hasta por la cantidad determinada; orden que se ejecutó en una 
cuenta respecto de la cual es cotitular junto con su esposo demandado. Este 
último fue quien suscribió el contrato de apertura de la cuenta bancaria, 
designando a la solicitante del amparo como cotitular. Criterio jurídico: Este 
Tribunal Colegiado de Circuito determina que el embargo de cuentas 
bancarias practicado sobre aquellas en las que exista pluralidad de 
titulares, no le genera afectación al resto de los cotitulares no 
demandados, cuando en su contratación se haya optado por un régimen 
de solidaridad (no de mancomunidad), que les permita disponer total o 
parcialmente de manera indistinta de los recursos. Justificación: Lo anterior, 
porque los artículos 46, fracción I, de la Ley de Instituciones de Crédito y 
270 de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito disponen que 
las instituciones de crédito podrán realizar, entre otras operaciones, 
recibir depósitos bancarios de dinero; que los depósitos recibidos en 
cuentas colectivas en nombre de dos o más personas podrán ser 
devueltos a cualquiera de ellos o por su orden, a menos que se hubiera 



pactado lo contrario. Ahora bien, de las pruebas que se acompañaron al caso, 
se advirtió que en la apertura de la cuenta bancaria embargada el cotitular 
demandado optó por un régimen de solidaridad, entendido cuando dos o 
más personas físicas son titulares de la misma cuenta y pueden disponer 
indistintamente de sus recursos de manera parcial o total, por lo que el 
banco entregará el saldo de manera indistinta a cualquiera de ellos que lo 
solicite, por lo que debe declararse la validez de la inmovilización, aun 
ante la presencia de pluralidad de titulares no demandados, porque 
cualquiera de ellos puede disponer total o parcialmente de los recursos 
depositados con absoluta libertad y de manera indistinta; por orden de uno 
u otro pueden realizarse operaciones de disposición, sin que se requiera la 
autorización expresa de alguno de ellos para los actos del otro, ni pluralidad de 
consentimientos. De modo que mientras no se pruebe que el cotitular 
demandado tuviera facultades limitadas para disponer de lo depositado, el 
embargo así decretado no genera afectación al cotitular no demandado. 
Lo que encuentra justificación jurídica en la medida en que no es posible 
encontrar algún punto de partida para dividir esa cotitularidad. PRIMER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL TERCER CIRCUITO. 
Amparo en revisión 169/2021. Marcela Ochoa Gómez. 1 de septiembre de 
2021. Unanimidad de votos. Ponente: Martha Leticia Muro Arellano. Secretario: 
Alejandro Dorantes Flores. 
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TERCERÍA EXCLUYENTE DE DOMINIO EN MATERIA MERCANTIL. NO SE 
PIERDE EL DERECHO DE EJERCER ESA ACCIÓN SI SE PROMUEVE 
FUERA DE LOS NUEVE DÍAS QUE PREVÉ EL ARTÍCULO 430 DEL CÓDIGO 
FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES, DE APLICACIÓN SUPLETORIA 
EN TÉRMINOS DEL DIVERSO 1054 DEL CÓDIGO DE COMERCIO, SINO 
QUE LA CONSECUENCIA ES NO SUSPENDER EL PROCEDIMIENTO DE 
EJECUCIÓN. 

Hechos: En una demanda de amparo, la parte quejosa reclamó la sentencia de 
apelación que confirmó la que declaró improcedente el juicio de tercería 
excluyente de dominio al considerar que conforme al artículo 430 del Código 
Federal de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria, que establece la 
oposición de la ejecución a través de las tercerías de dominio y de preferencia, 
la demanda debe promoverse antes de que se consume definitivamente la 
ejecución, pero dentro de los nueve días de que el opositor es sabedor de la 
misma y, de no hacerlo, precluye su derecho para ejercer la acción. Criterio 
jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la 
interpretación y alcance que debe darse al artículo 430 del Código Federal 
de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en términos del 
diverso 1054 del Código de Comercio, es que no se pierde el derecho de 
ejercer la acción de tercería excluyente de dominio por haberla promovido 
fuera de los nueve días a que alude dicho precepto, sino que la 
consecuencia es no suspender el procedimiento de ejecución, por lo que 
debe seguir el trámite legal de ésta hasta su fin, dejando a salvo los 
derechos del opositor. Justificación: Lo anterior, al dar la misma 



interpretación y alcance al artículo 430 del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, que la Primera Sala de la Suprema Corte de 
Justicia de la Nación dio a esa norma al resolver los amparos directos en 
revisión 1459/2018 y 1461/2018, en los que a partir de una nueva reflexión, 
abandonó el criterio que sostuvo en el diverso amparo directo en revisión 
2590/2014, de que los requisitos que exige dicho precepto para que se dé 
trámite a la demanda de oposición de un tercero en una ejecución, tanto en su 
vertiente de juicio autónomo como de tercería, consistían en que se promueva 
la oposición: i. Hasta antes de que se consume definitivamente la ejecución; y, 
ii. En todo caso, dentro de los nueve días de la fecha en que se tuvo 
conocimiento de aquélla y, en su lugar, estableció que resultaba más 
consecuente con el derecho humano de acceso a la justicia reconocido 
en la Constitución General, que cuando señala un plazo de nueve días a 
partir de haber tenido conocimiento de la ejecución, no fija un límite 
temporal para ejercer la acción de oposición a la ejecución, sino que 
únicamente precisa que en el caso de que la demanda de oposición se 
presente dentro de ese plazo, se suspende el procedimiento de ejecución 
y que, en caso contrario, no se suspende la ejecución, por lo que sigue el 
trámite legal de ésta hasta su fin, dejando a salvo los derechos del 
opositor. TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIAS CIVIL Y 
ADMINISTRATIVA DEL DÉCIMO CUARTO CIRCUITO. Amparo directo 
777/2021. 20 de abril de 2022. Unanimidad de votos. Ponente: Teddy Abraham 
Torres López. Secretaria: María de Lourdes Ruiz Burgos. 
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SUSPENSIÓN EN AMPARO INDIRECTO. LA APARIENCIA DEL BUEN 
DERECHO NO PUEDE INVOCARSE PARA NEGARLA (LEY DE AMPARO 
VIGENTE A PARTIR DEL 3 DE ABRIL DE 2013). 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
posturas contradictorias al resolver recursos interpuestos contra 
determinaciones vinculadas con la suspensión derivada de juicios de amparo 
indirecto, pues mientras uno de ellos sostuvo que el criterio contenido en la 
jurisprudencia 2a./J. 10/2014 (10a.), de la Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación, consistente en que la apariencia del buen derecho no 
puede invocarse para negar la suspensión, dejó de ser aplicable con motivo de 
la expedición de la Ley de Amparo vigente y no ajustó su resolución a esa tesis, 
por su parte, el otro Tribunal Colegiado de Circuito concluyó que dicho criterio 
continúa en vigor y ajustó su decisión a dicha jurisprudencia. Criterio jurídico: 
Conforme a la Ley de Amparo en vigor, el análisis ponderado de la 
apariencia del buen derecho no puede realizarse para negar la suspensión 
de los actos reclamados en los juicios de amparo indirecto.  Justificación: 
La Ley de Amparo vigente no contiene disposición alguna que ordene 
ponderar la apariencia del buen derecho para negar o conceder la 



suspensión de los actos reclamados en los juicios de amparo indirecto, 
pues la única referencia a ella se encuentra en el artículo 138, y la recta 
interpretación de este precepto lleva a entender que su primer párrafo 
simplemente describe los mismos requisitos que se prevén en el diverso 128 
para concederla, mientras que la fracción I del propio artículo 138 sólo tiene por 
finalidad clarificar lo que debe proveer el órgano jurisdiccional en caso de que 
decida otorgarla, así como la libertad de la autoridad para ejecutar el acto 
reclamado si la niega. Lo anterior es congruente con la naturaleza de la 
apariencia del buen derecho como presupuesto de las medidas 
cautelares, pues está concebida para favorecer al solicitante siempre que 
esté evidenciada la verosimilitud de su derecho, como consecuencia del 
estudio preliminar que el órgano jurisdiccional debe realizar sobre la 
inconstitucionalidad del acto reclamado, de manera simultánea con la 
inexistencia de afectación al interés social y contravención a 
disposiciones de orden público. PLENO. Contradicción de tesis 160/2021. 
Entre las sustentadas por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Séptimo Circuito y el Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Séptimo Circuito. 9 de junio de 2022. Unanimidad de 
diez votos de las Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan 
Luis González Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Loretta Ortiz Ahlf, 
Jorge Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita 
Ríos Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Luis María Aguilar 
Morales. Ausente: Arturo Zaldívar Lelo de Larrea. Ponente: Ana Margarita Ríos 
Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Jesús Iram Aguirre Sandoval. 
Tesis y/o criterios contendientes: El sustentado por el Segundo Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Séptimo Circuito, al resolver los incidentes de 
suspensión (revisión) 51/2021 y 12/2021, y el diverso sustentado por el 
Segundo Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo 
Séptimo Circuito, al resolver la queja 334/2020. Nota: La tesis de jurisprudencia 
2a./J. 10/2014 (10a.) citada, aparece publicada con el rubro: "SUSPENSIÓN 
EN EL JUICIO DE AMPARO INDIRECTO. LA APARIENCIA DEL BUEN 
DERECHO NO PUEDE INVOCARSE PARA NEGARLA." en el Semanario 
Judicial de la Federación del viernes 28 de febrero de 2014 a las 11:02 horas y 
en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 3, 
Tomo II, febrero de 2014, página 1292, con número de registro digital: 2005719. 
De la sentencia que recayó a la queja 334/2020, resuelta por el Segundo 
Tribunal Colegiado en Materias Penal y Administrativa del Décimo Séptimo 
Circuito, derivó la tesis aislada XVII.2o.P.A.16 K (10a.), de rubro: 
"SUSPENSIÓN PROVISIONAL EN EL AMPARO. PROCEDE EL ANÁLISIS DE 
LA APARIENCIA DEL BUEN DERECHO TANTO PARA CONCEDERLA COMO 
PARA NEGARLA [INAPLICABILIDAD DE LA JURISPRUDENCIA 2a./J. 
10/2014 (10a.)].", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 12 de febrero de 2021 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 83, Tomo III, febrero de 2021, 
página 2940, con número de registro digital: 2022706. 
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SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO DEL JUICIO DE AMPARO. PARA 
DECRETARLO NO ES APLICABLE OTORGAR LA VISTA A QUE SE 
REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO SEGUNDO, DE LA LEY DE 
AMPARO. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes arribaron a 
conclusiones diversas al interpretar si cuando un quejoso desiste de la 
demanda de amparo indirecto, y el órgano jurisdiccional que conoce del asunto 
lo tiene por debidamente ratificado, debe o no concedérsele la vista contenida 
en el párrafo segundo del artículo 64 de la Ley de Amparo. Criterio jurídico: El 
otorgamiento de la vista al quejoso, a que hace referencia el artículo 64, 
párrafo segundo, de la Ley de Amparo, no es aplicable cuando el propio 
quejoso desiste de la demanda de amparo indirecto y el desistimiento está 
debidamente ratificado. Justificación: El juicio de amparo tiene como 
principio rector que debe seguirse a instancia de parte agraviada, es decir, 
debe ser el accionante el que manifieste su voluntad de iniciarlo, por lo 
tanto, también cuenta con el derecho de dar por terminado el 
procedimiento, siempre y cuando no se haya dictado una sentencia que 
cause ejecutoria. Ahora, la voluntad de dar por terminado el procedimiento se 
denomina desistimiento y una vez que se ha tenido como válidamente 
ratificado, no debe dar lugar a que se actualice la vista contenida en el artículo 
64, párrafo segundo, de la Ley de Amparo. Lo anterior, pues dicha causal 
depende de circunstancias que se encuentran directamente vinculadas 
con el quejoso, pues ha sido su voluntad dar por concluido el 
procedimiento en cuestión, no obstante conocer las consecuencias de 
que no se emita un pronunciamiento en el juicio. PLENO. Contradicción de 
tesis 325/2021. Entre las sustentadas por el Primer Tribunal Colegiado en 
Materia Civil del Tercer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal 
del Séptimo Circuito. 23 de junio de 2022. Unanimidad de diez votos de las 
Ministras y de los Ministros Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena, Juan Luis González 
Alcántara Carrancá, Yasmín Esquivel Mossa, Luis María Aguilar Morales, Jorge 
Mario Pardo Rebolledo, Norma Lucía Piña Hernández, Ana Margarita Ríos 
Farjat, Javier Laynez Potisek, Alberto Pérez Dayán y Arturo Zaldívar Lelo de 
Larrea. Ausente: Loretta Ortiz Ahlf. Ponente: Jorge Mario Pardo Rebolledo. 
Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. Tesis y/o criterios contendientes: El 
Primer Tribunal Colegiado en Materia Penal del Séptimo Circuito, al resolver los 
amparos en revisión 215/2018, 477/2018, 104/2019, 348/2019 y 334/2019, los 
cuales dieron origen a la tesis de jurisprudencia VII.1o.P. J/2 K (10a.), de rubro: 
"SOBRESEIMIENTO POR DESISTIMIENTO TANTO DE LA DEMANDA DE 
AMPARO COMO DEL RECURSO DE REVISIÓN Y RATIFICADO 
JUDICIALMENTE. PARA DECRETARLO ES INNECESARIO OTORGAR AL 
QUEJOSO LA VISTA A QUE SE REFIERE EL ARTÍCULO 64, PÁRRAFO 
SEGUNDO, DE LA LEY DE LA MATERIA.", publicada en el Semanario Judicial 
de la Federación del viernes 10 de enero de 2020 a las 10:11 horas y en la 
Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 74, Tomo 
III, enero de 2020, página 2402, con número de registro digital: 2021395; y, El 
sustentado por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, 
al resolver el amparo en revisión 185/2020. 
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Materia(s): (Común)  
Tesis: 1a./J. 126/2022 (11a.)  
RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. LA OBLIGACIÓN QUE TIENE EL JUEZ 
DE DISTRITO DE REMITIR EL RECURSO CON LAS CONSTANCIAS DE 
NOTIFICACIÓN DEL AUTO QUE LO TUVO POR INTERPUESTO, NO PUEDE 
SER UN IMPEDIMENTO PARA SEGUIR SU TRÁMITE [INTERRUPCIÓN DE 
LA JURISPRUDENCIA 1a./J. 26/2017 (10a.)]. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes sostuvieron 
criterios discrepantes sobre la aplicabilidad de la jurisprudencia 1a./J. 26/2017 
(10a.), con relación a la procedencia del recurso de queja de carácter urgente. 
Así, uno de ellos consideró que la sustanciación del recurso se encuentra 
supeditada a que el Juez de Distrito remita al Tribunal Colegiado de Circuito las 
constancias de notificación a las partes del auto en el cual se tuvo por 
interpuesto el recurso, estimando la aplicabilidad del criterio jurisprudencial de 
manera implícita. En contraposición, el otro Tribunal Colegiado no aplicó la 
jurisprudencia porque consideró que era violatoria del derecho a la justicia 
pronta, centrando su argumentación en torno a la reforma al artículo 17, párrafo 
tercero, de la Constitución General. Criterio jurídico: La Primera Sala de la 
Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que si bien es cierto 
que para la sustanciación del recurso de queja previsto en el artículo 97, 
fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo, interpuesto en contra de la 
concesión o negativa de la suspensión de plano o provisional, existe la 
obligación establecida en el artículo 101, párrafo quinto, de la propia ley, 
en el sentido de que el Juez de Distrito debe remitir las constancias de 
notificación al Tribunal Colegiado de Circuito, también lo es que, en 
atención a los artículos 17, párrafo tercero, de la Constitución General y 
25 de la Convención Americana sobre Derechos Humanos, no puede 
paralizarse el proceso so pretexto de que no se cuenta con las 
constancias de notificación, porque a la vez, existe un deber de dictar la 
resolución en un plazo de 48 horas. Justificación: Aun cuando esta 
Primera Sala en la jurisprudencia 1a./J. 26/2017 (10a.) había determinado 
que el trámite del recurso de queja de carácter urgente estaba supeditado 
a que el Juez de Distrito remitiera las constancias de notificación al 
Tribunal Colegiado de Circuito, lo cierto es que el criterio fue emitido antes 
de la reforma al artículo 17, párrafo tercero, de la Constitución General, 
por lo que, de una reinterpretación del proceso, se considera que esta Sala 
interrumpe dicha jurisprudencia y, por tanto, es necesario hacer una 
reinterpretación del criterio contenido en ella para evitar una metodología 
que privilegie la forma sobre el fondo. Entonces, atendiendo a la 
inmediatez con la cual debe sustanciarse el recurso de queja de carácter 
urgente por ser interpuesto en contra de una determinación con relación 
a la suspensión de plano o provisional (medida cautelar que busca la 
protección de derechos humanos), la obstaculización de su trámite por un 
formalismo sería contrario al derecho a un recurso sencillo, rápido y 
efectivo, porque se privilegiaría un requisito que podría dejar sin 
efectividad al juicio de amparo. PRIMERA SALA. Contradicción de criterios 
86/2022. Entre los sustentados por el Primer Tribunal Colegiado en Materia 
Penal del Cuarto Circuito, el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito y el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa 
del Primer Circuito. 24 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros 
Juan Luis González Alcántara Carrancá, Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena y la 
Ministra Ana Margarita Ríos Farjat. Disidente: Ministra Norma Lucía Piña 
Hernández, quien reservó su derecho para formular voto particular relacionado 
con la inexistencia de la contradicción de criterios. Ausente y ponente: Ministro 



Jorge Mario Pardo Rebolledo, en su ausencia hizo suyo el asunto la Ministra 
Norma Lucía Piña Hernández. Secretario: Alejandro Castañón Ramírez. Nota: 
La citada tesis 1a./J. 26/2017 (10a.), se publicó en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Décima Época, Libro 43, junio de 2017, Tomo I, 
página 570, con número de registro digital: 2014429.Tesis y/o criterios 
contendientes: El emitido por el Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del 
Tercer Circuito, al resolver la queja 298/2021, en la que señaló que no 
consideraba aplicable la tesis 1a./J. 26/2017 (10a.), de rubro: "RECURSO DE 
QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, INCISO B), DE LA 
LEY DE AMPARO. SU TRÁMITE ESTÁ SUPEDITADO A QUE EL JUEZ DE 
DISTRITO REMITA INMEDIATAMENTE LAS CONSTANCIAS RESPECTIVAS 
AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, ACOMPAÑANDO LOS 
COMPROBANTES DE NOTIFIACIÓN A LAS PARTES DEL AUTO EN EL QUE 
SE TUVO POR INTERPUESTO AQUÉL.", porque invocarla sería contrario al 
derecho humano a la justicia pronta, reconocido en el artículo 17, segundo 
párrafo, constitucional, esto es, dilatar más la solución del caso, por lo que, no 
eran necesarias las constancias de notificación para dar trámite al recurso. 
Además, que no trascendía a la solución del caso la falta de notificación de la 
responsable que emitió el acto reclamado ni a la tercera interesada de la 
determinación que tuvo por interpuesto el recurso de queja presentado por la 
quejosa; y, El sustentado por el Décimo Cuarto Tribunal Colegiado en Materia 
Administrativa del Primer Circuito, al resolver la queja 291/2017, en la que 
consideró que para resolver el recurso de queja previsto en el artículo 97, 
fracción I, inciso b), de la Ley de Amparo, era necesario que obrara constancia 
de la notificación del auto por el cual se tuvo por interpuesto el recurso referido. 
Tesis de jurisprudencia 126/2022 (11a.). Aprobada por la Primera Sala de este 
Alto Tribunal, en sesión privada de veintiuno de septiembre de dos mil veintidós. 
Nota: Esta tesis se publicó el viernes 21 de octubre de 2022 a las 10:31 horas 
en el Semanario Judicial de la Federación, y en virtud de que interrumpe el 
criterio sostenido por la propia Sala en la diversa 1a./J. 26/2017 (10a.), de rubro: 
"RECURSO DE QUEJA PREVISTO EN EL ARTÍCULO 97, FRACCIÓN I, 
INCISO B), DE LA LEY DE AMPARO. SU TRÁMITE ESTÁ SUPEDITADO A 
QUE EL JUEZ DE DISTRITO REMITA INMEDIATAMENTE LAS 
CONSTANCIAS RESPECTIVAS AL TRIBUNAL COLEGIADO DE CIRCUITO, 
ACOMPAÑANDO LOS COMPROBANTES DE NOTIFICACIÓN A LAS 
PARTES DEL AUTO EN EL QUE SE TUVO POR INTERPUESTO AQUÉL.", 
publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 9 de junio de 
2017 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, 
Décima Época, Libro 43, Tomo I, junio de 2017, página 570, con número de 
registro digital: 2014429, esta última dejó de considerarse de aplicación 
obligatoria a partir del lunes 24 de octubre de 2022. 
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DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO. EL PLAZO PARA QUE EL QUEJOSO 
PRINCIPAL EXPRESE LO QUE A SU INTERÉS CONVENGA, EN RELACIÓN 
CON EL TRASLADO DE AQUÉLLA O CON SU AMPLIACIÓN, ES DE TRES 



DÍAS (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 297, FRACCIÓN II, DEL 
CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES). 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes analizaron casos 
en los cuales se presentó demanda de amparo adhesivo promovido por la parte 
tercera interesada, con la cual se dio vista o se corrió traslado a la parte quejosa 
principal para que expresara lo que a su interés convenga respecto del amparo 
adhesivo, y en relación con el plazo para ello adoptaron criterios jurídicos 
discrepantes, pues mientras dos órganos colegiados consideraron, 
esencialmente, que dicho plazo es de tres días, conforme al artículo 297, 
fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles de aplicación 
supletoria a la Ley de Amparo, en términos del artículo 2 de esta última, el 
diverso órgano jurisdiccional determinó que dicho plazo es de quince días, 
conforme a lo establecido en los artículos 181 y 182 de la Ley de Amparo. 
Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación 
establece que tratándose de una demanda de amparo adhesivo, el plazo para 
que la parte contraria de la quejosa adherente exprese lo que a su interés 
convenga, en relación con el traslado de aquélla o con su ampliación, es de tres 
días, de conformidad con el artículo 297, fracción II, del Código Federal de 
Procedimientos Civiles, aplicado supletoriamente por mandato del artículo 2 de 
la Ley de Amparo. Justificación: El artículo 182, párrafo cuarto, de la Ley de 
Amparo, prevé la obligación de que con la demanda de amparo adhesivo 
se correrá traslado a la parte contraria del quejoso adherente para que 
exprese lo que a su interés convenga; sin embargo, dicho precepto no 
establece textualmente el plazo correspondiente, no obstante que dicho 
artículo en su párrafo primero, refiere que tanto la presentación y trámite 
del amparo adhesivo se regirán, en lo conducente, por lo dispuesto para 
el amparo principal; en el caso, la definición de “en lo conducente” no 
tendría cabida, dada la naturaleza del juicio de amparo directo, ya que su 
tramitación es rápida, por tanto, de aplicar el plazo de quince días 
establecido en el artículo 181 de la ley de la materia, con la vista recaída a 
la admisión del amparo adhesivo, esto alargaría innecesariamente el juicio 
de amparo directo, siendo que debe evitarse en la medida de lo posible la 
prolongación de la controversia. Y al no estar plasmado o expresamente 
definido el plazo referido, para correr traslado a la parte contraria del quejoso 
adherente con la demanda de amparo adhesivo para que exprese lo que a su 
interés convenga, debe acudirse al periodo genérico establecido en el artículo 
297, fracción II, del Código Federal de Procedimientos Civiles, aplicado 
supletoriamente por mandato del artículo 2 de la Ley de Amparo, esto es, debe 
estarse al plazo de tres días. Lo anterior es así, a fin de tener procedimientos 
ágiles que se desenvuelvan en el menor tiempo posible, en fiel seguimiento al 
artículo 17 constitucional, aunado al hecho de que se cumple con el 
principio de equidad procesal en tanto la ley otorga un plazo de quince 
días para la presentación del amparo adhesivo que es igual para el amparo 
principal, y sólo se corre traslado con la demanda para que la parte 
quejosa principal se pronuncie sobre aspectos inherentes al amparo 
adhesivo, como sería su extemporaneidad, la falta de legitimación del 
quejoso adhesivo o la inoperancia de los conceptos de violación 
adhesivos, para lo cual el plazo de tres días resulta apropiado por 
corresponder a un medio de defensa accesorio. SEGUNDA SALA. 
Contradicción de criterios 91/2022. Entre los sustentados por los Tribunales 
Colegiados Décimo Primero del Primer Circuito y Tercero del Tercer Circuito, 
ambos en Materia Civil, y el Tribunal Colegiado en Materias Penal y 
Administrativa del Décimo Cuarto Circuito. 15 de junio de 2022. Cinco votos de 
los Ministros Alberto Pérez Dayán, Luis María Aguilar Morales, Loretta Ortiz 
Ahlf, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa. Ponente: Yasmín 



Esquivel Mossa. Secretaria: Yaremy Patricia Penagos Ruiz. Tesis y/o criterios 
contendientes: El Décimo Primer Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer 
Circuito, al resolver los recursos de reclamación 14/2020 y 19/2020, los cuales 
dieron origen a la tesis aislada I.11o.C.69 K (10a.), de rubro: "DEMANDA DE 
AMPARO ADHESIVO. AL CORRERSE SU TRASLADO DEBE CONCEDERSE 
A LA PARTE CONTRARIA DEL QUEJOSO ADHERENTE EL PLAZO DE 
QUINCE DÍAS PREVISTO EN EL ARTÍCULO 181 DE LA LEY DE LA 
MATERIA, PARA FORMULAR ALEGATOS, EL CUAL DEBE TRANSCURRIR 
EN SU TOTALIDAD.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del 
viernes 14 de enero de 2022 a las 10:15 horas y en la Gaceta del Semanario 
Judicial de la Federación, Undécima Época, Libro 9, Tomo IV, enero de 2022, 
página 2974, con número de registro digital: 2024036; y, El Tribunal Colegiado 
en Materias Penal y Administrativa del Décimo Cuarto Circuito, al resolver el 
recurso de reclamación 3/2018, el cual dio origen a la tesis aislada XIV.P.A.4 K 
(10a.), de título y subtítulo: "DEMANDA DE AMPARO ADHESIVO. EL PLAZO 
PARA QUE LA PARTE CONTRARIA EXPRESE LO QUE A SU INTERÉS 
CONVENGA EN RELACIÓN CON EL TRASLADO DE AQUÉLLA, EN 
TÉRMINOS DEL ARTÍCULO 182, PÁRRAFO CUARTO, DE LA LEY DE LA 
MATERIA, ES DE TRES DÍAS (APLICACIÓN SUPLETORIA DEL ARTÍCULO 
297, FRACCIÓN II, DEL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS 
CIVILES).", publicada en el Semanario Judicial de la Federación del viernes 8 
de junio de 2018 a las 10:14 horas y en la Gaceta del Semanario Judicial de la 
Federación, Décima Época, Libro 55, Tomo IV, junio de 2018, página 2970, con 
número de registro digital: 2017118; y, El sustentado por el Tercer Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Tercer Circuito, al resolver el recurso de 
reclamación 11/2022. 
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IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. DEBE DARSE VISTA CON 
ELLA A LA PARTE QUEJOSA SI EL ÓRGANO QUE CONOCE DEL 
RECURSO DE REVISIÓN ESTIMA QUE SE ACTUALIZA UNA CAUSAL QUE 
FUE OBJETO DE ESTUDIO POR EL INFERIOR, CUANDO ÉSTE ANALIZÓ 
LA INVIABILIDAD DEL JUICIO BAJO UN MATIZ O PERSPECTIVA 
DISTINTA A LA PLANTEADA POR LA CONTRAPARTE DE AQUÉL. 
Hechos: Al realizar el análisis de los argumentos expuestos por la contraparte 
del quejoso en el recurso de revisión adhesiva, la Segunda Sala de este Alto 
Tribunal consideró que en el caso se actualizaba una causal de improcedencia 
del juicio de amparo, que si bien se trataba de la misma que fue analizada por 
el órgano jurisdiccional inferior, lo cierto era que no estaba soportada sobre 
elementos similares, por lo que debía determinarse si debía o no darse vista 
con ella a la parte quejosa en términos del segundo párrafo del artículo 64 de 
la Ley de Amparo. Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte 
de Justicia de la Nación determina que es necesario dar vista a la parte 
quejosa en términos del artículo 64, párrafo segundo, de la Ley de 
Amparo, cuando el motivo de improcedencia que se estima actualizado 
fue objeto de pronunciamiento por el órgano jurisdiccional inferior, si éste 



analizó la inviabilidad del juicio bajo un matiz o perspectiva distinto al 
planteado por la contraparte del quejoso.  
Justificación: Conforme a lo dispuesto en el artículo 64, párrafo segundo, de la 
Ley de Amparo, cuando un órgano jurisdiccional de amparo advierta de oficio 
una causal de improcedencia no alegada por alguna de las partes ni analizada 
por un órgano jurisdiccional inferior, dará vista al quejoso para que, en el plazo 
de tres días, manifieste lo que a su derecho convenga. Ahora bien, cuando el 
motivo de improcedencia analizado durante el juicio y el introducido en la 
revisión, cuyo estudio es nuevamente analizado por el órgano que debe 
resolverlo, no son idénticos, sino que tienen cierta variación, y bajo ese matiz o 
perspectiva se considera la actualización de esa causa de improcedencia, es 
necesario darle vista a la parte quejosa en términos del mencionado 
numeral, en aras de no afectar su derecho a manifestarse sobre ello; sin 
que sea óbice a lo anterior que se trate de la misma causa de 
improcedencia a la analizada por el órgano jurisdiccional inferior, al no 
estar soportado el análisis del superior sobre elementos similares. Lo 
anterior máxime que lo resuelto por el Tribunal Colegiado de Circuito en 
cuanto a los aspectos de procedencia del juicio no vincula a este Alto 
Tribunal, por tratarse del ejercicio de una competencia delegada. 
SEGUNDA SALA. Amparo en revisión 155/2022. Julio Héctor Aspe Hinojosa y 
otros. 24 de agosto de 2022. Mayoría de tres votos de los Ministros Alberto 
Pérez Dayán, Javier Laynez Potisek y Yasmín Esquivel Mossa; unanimidad de 
cuatro votos en relación con el criterio contenido en esta tesis. Ausente: Loretta 
Ortiz Ahlf. Disidente: Luis María Aguilar Morales. Ponente: Javier Laynez 
Potisek. Secretario: Carlos Alberto Araiza Arreygue. 
 
 
Época: Undécima Época  
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CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO INDIRECTO. PARA 
CONSIDERAR COLMADAS SUS OBLIGACIONES, ES INSUFICIENTE QUE 
LA PERSONA SUPERIOR JERÁRQUICA DE LAS AUTORIDADES 
OBLIGADAS AL CUMPLIMIENTO SE CONCRETE A INFORMAR QUE 
ENVIÓ UN OFICIO PARA INSISTIRLES EN EL ACATAMIENTO. 
Hechos: En un juicio de amparo una autoridad de la Ciudad de México fue 
requerida en reiteradas ocasiones como superior jerárquica, tanto de la 
responsable como de la vinculada al cumplimiento; la cual se concretó a 
informar reiteradamente al Juzgado de Distrito que les envió un oficio a sus 
subalternos para insistirles en que cumplieran con la ejecutoria de amparo. 
Criterio jurídico: No basta que el superior jerárquico emita un oficio en el 
que indique que giró una orden a la autoridad directamente obligada al 
cumplimiento del fallo protector para que se consideren colmadas sus 
obligaciones en la etapa de ejecución de una sentencia protectora de 
derechos humanos, pues debe demostrar haber hecho uso de todos los 
medios a su alcance, incluso de las prevenciones y sanciones que 
conforme a las disposiciones aplicables pueda formular e imponer a fin 
de constreñir al debido cumplimiento de las ejecutorias de amparo. De lo 
contrario, la persona juzgadora de amparo debe considerar insuficiente la 
intervención de la superior jerárquica y, por tanto, que es acreedora a las 



mismas sanciones que corresponden a las obligadas a cumplir que se 
tilden como renuentes. Justificación: Del régimen de obligaciones y sanciones 
que se regulan en la Ley de Amparo, destaca lo previsto en el segundo 
párrafo del artículo 194 de la indicada ley, relativo a que la persona que se 
desempeña como superior jerárquica de las autoridades a quienes 
corresponda el cumplimiento de la ejecutoria, es igualmente responsable 
en obtener el cumplimiento que las que supervisa. En consecuencia, su 
actuar debe implicar el despliegue de todas las atribuciones que tenga a su 
alcance para gestionar y obtener el cumplimiento de la sentencia y no 
solamente como una autoridad recordatoria e insistente, ya que su 
intervención debe ir más allá, precisamente porque se encuentra sujeta a 
las mismas obligaciones y sanciones en caso de no demostrarse que 
realizó todo lo posible para vencer la renuencia de sus subalternos. 
PRIMERA SALA. Incidente de inejecución de sentencia 9/2022. Jaime Rufino 
Barranca y/o Rufino Barranca Jaime y otros. 25 de mayo de 2022. Cinco votos 
de las Ministras Norma Lucía Piña Hernández y Ana Margarita Ríos Farjat, y 
los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario Pardo 
Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta Ana 
Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Javier 
Alexandro González Rodríguez. 
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CUMPLIMIENTO DE SENTENCIAS DE AMPARO INDIRECTO. CUANDO 
INVOLUCRE EL PAGO DE UNA CANTIDAD QUE NO ES DE FÁCIL 
LIQUIDACIÓN DEBE ORDENARSE LA APERTURA DE UN INCIDENTE 
PARA CUANTIFICARLA. 
Hechos: En un juicio de amparo indirecto se otorgó la protección constitucional 
para que se cumpliera una sentencia del Tribunal de Justicia Administrativa de 
la Ciudad de México, que entre sus efectos implicó el pago a un agente de 
seguridad pública, de una prestación periódica específica denominada "carga 
de trabajo" hasta que la autoridad correspondiente emitiera una determinación 
fundada y motivada que resolviera si debía seguirse pagando o no. Criterio 
jurídico: En los casos en que el cumplimiento de una ejecutoria de amparo 
implique la observancia de una sentencia de un tribunal ordinario que 
condena al pago de prestaciones periódicas que no sean de fácil 
liquidación, es procedente que se tramite el incidente previsto en el 
artículo 193, párrafo cuarto, de la Ley de Amparo, para cuantificar el monto 
a pagar. Justificación: El incidente que contempla el cuarto párrafo del artículo 
193 de la Ley de Amparo, está previsto para cuando sea necesario precisar, 
definir o concretar la forma o los términos del cumplimiento de la ejecutoria de 
amparo. Este supuesto se actualiza cuando la materia de protección 
constitucional involucra el pago de una prestación periódica que, en 
principio, requiere establecer la mecánica de su base de cálculo e 
identificar el periodo que abarcará el pago, para así, determinar con 
certeza el monto con el que se considerará cumplido el fallo protector. Tal 
proceder es una condición previa a la apertura del incidente de 
inejecución de sentencia, pues de esto depende que las autoridades 



responsables o vinculadas al cumplimiento, puedan acatar la ejecutoria 
de amparo. PRIMERA SALA. Incidente de inejecución de sentencia 20/2022. 
Jorge Galván Benítez. 25 de mayo de 2022. Cinco votos de las Ministras Norma 
Lucía Piña Hernández, quien se apartó de algunos párrafos, y Ana Margarita 
Ríos Farjat, y los Ministros Juan Luis González Alcántara Carrancá, Jorge Mario 
Pardo Rebolledo y Alfredo Gutiérrez Ortiz Mena. Ponente: Ministra Presidenta 
Ana Margarita Ríos Farjat. Secretarios: Juan Jaime González Varas y Javier 
Alexandro González Rodríguez. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025188  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 02 de septiembre de 2022 10:11 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C. J/7 K (11a.)  
DAÑOS Y PERJUICIOS OCASIONADOS CON MOTIVO DE LA CONCESIÓN 
DE LA SUSPENSIÓN EN EL JUICIO DE AMPARO. LA DEMOSTRACIÓN 
POR PARTE DEL INCIDENTISTA DE HABERLOS RESENTIDO, DEBE SER 
PRESUNTIVA [ABANDONO PARCIAL DEL CRITERIO SOSTENIDO EN LA 
TESIS AISLADA I.3o.C.120 K (9a.)]. 
Hechos: Un Juez de Distrito en Materia Civil declaró infundado el incidente de 
reclamación de daños y perjuicios promovido por la parte tercero interesada en 
el juicio de amparo, actora en el juicio ordinario, ocasionados con motivo de la 
suspensión definitiva del acto reclamado otorgada a una persona extraña al 
juicio natural, para el efecto de que no se ejecutaran diversos actos. Ello, con 
base en que no se acreditaron plenamente los daños y perjuicios ocasionados 
con motivo de la concesión de la suspensión decretada. Criterio jurídico: Este 
Tribunal Colegiado de Circuito determina, de una nueva reflexión, que la 
demostración por parte del incidentista de haber resentido daños y 
perjuicios ocasionados con motivo de la suspensión decretada, debe ser 
presuntiva, ya que con la promoción de un juicio de amparo y la obtención 
de una sentencia que lo sobreseyera o negara y que hubiere causado 
ejecutoria, se origina una afectación al tercero interesado, en tanto que se 
ve privado del disfrute de un derecho que le corresponde. Justificación: 
Lo anterior, porque es desproporcional solicitar al incidentista que la 
demostración de haber resentido daños y perjuicios sea plena, pues de 
los autos del juicio de amparo puede advertirse presuntivamente si 
resintió o no una afectación. Esto es acorde con lo determinado por la 
Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al establecer 
que en cuanto a la demostración de los perjuicios, es innecesario que el 
tercero interesado narre un acto específico que pudo haberse frustrado 
ante la imposibilidad de disponer de un bien; de manera que basta con la 
narración o explicación de los hechos de donde surgiría la ganancia de la 
que en su concepto se vio privado. Por lo anterior, este Tribunal Colegiado 
de Circuito se aparta parcialmente del criterio sostenido en la tesis 
I.3o.C.120 K (9a.), publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, página 1983, con 
número de registro digital: 159870, de rubro: "DAÑOS Y PERJUICIOS. BASTA 
LA CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN Y LA NEGATIVA O 
SOBRESEIMIENTO DEL AMPARO PARA QUE SE ACTUALICE EL 
PAGARLOS.", en la parte que establece: "...4) La demostración plena a 
cargo del incidentista de haber resentido daños o perjuicios con motivo 



de la suspensión decretada.", para que ahora se lea: "...4) La 
demostración presuntiva de que el incidentista resintió daños o perjuicios 
ocasionados con motivo de la suspensión decretada". TERCER 
TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL PRIMER CIRCUITO. 
Queja 107/2018. 3 de mayo de 2018. Unanimidad de votos. Ponente: Paula 
María García Villegas Sánchez Cordero. Secretaria: María Alejandra Suárez 
Morales. Queja 221/2020. 10 de marzo de 2021. Unanimidad de votos. 
Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. 
Queja 42/2021. 28 de abril de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía 
Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. Queja 178/2021. 8 
de septiembre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos 
Díaz. Secretario: Víctor Hugo Solano Vera. Queja 238/2021. 5 de noviembre de 
2021. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota Cienfuegos. 
Secretario: Adolfo Almazán Lara. Nota: Esta tesis abandona parcialmente el 
criterio sostenido por el propio tribunal en la diversa I.3o.C.120 K (9a.), de rubro: 
"DAÑOS Y PERJUICIOS. BASTA LA CONCESIÓN DE LA SUSPENSIÓN Y LA 
NEGATIVA O SOBRESEIMIENTO DEL AMPARO PARA QUE SE ACTUALICE 
EL PAGARLOS.", publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su 
Gaceta, Décima Época, Libro XVIII, Tomo 3, marzo de 2013, página 1983, con 
número de registro digital: 159870. 
 

 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025087  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de agosto de 2022 10:20 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.3o.C.13 C (11a.)  
DEMANDA DE AMPARO DIRECTO. EL PLAZO PARA SU PROMOCIÓN 
CUANDO SE RECLAMA LA SENTENCIA DE RECONOCIMIENTO, 
GRADUACIÓN Y PRELACIÓN DE CRÉDITOS EMITIDA EN UN JUICIO DE 
LIQUIDACIÓN JUDICIAL POR ALGUNO DE LOS ACREEDORES 
RECONOCIDOS, DEBE COMPUTARSE A PARTIR DE LA NOTIFICACIÓN 
POR MEDIO DE LISTA EFECTUADA POR EL JUZGADO QUE LA DICTÓ. 
Hechos: Un acreedor reconocido en la sentencia de reconocimiento, 
graduación y prelación de créditos, emitida en un juicio de liquidación judicial, 
promovió demanda de amparo directo contra dicha resolución, aduciendo que 
tuvo conocimiento del acto reclamado en la fecha en que el Instituto para la 
Protección al Ahorro Bancario (IPAB) lo publicó en su página oficial. Criterio 
jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que el plazo para la 
promoción de la demanda de amparo directo, cuando se reclama la sentencia 
de reconocimiento, graduación y prelación de créditos emitida en un juicio de 
liquidación judicial por alguno de los acreedores reconocidos debe computarse 
a partir de la notificación por medio de lista efectuada por el juzgado que la 
dictó. Justificación: Lo anterior, porque si bien de conformidad con los 
artículos 226, 229, fracción III, 231, 232, fracciones IV, X y XIV, 233, 236, 
fracción II, 238 y 239 de la Ley de Instituciones de Crédito, los ahorradores 
de la institución de banca múltiple en liquidación no tienen la calidad de 
parte demandada en el procedimiento de liquidación judicial y, por ende, 
no son parte material del mismo, dado que sus intereses están 
representados por la Comisión Nacional para la Protección y Defensa de 
los Usuarios de Servicios Financieros (Condusef), lo cierto es que una vez 
que el ahorrador es notificado por el Instituto para la Protección al Ahorro 



Bancario del procedimiento de liquidación y le hace el pago de las 
obligaciones garantizadas, éste le informa de la existencia de ese 
procedimiento de liquidación, el Juez ante quien se tramita y el número de 
expediente. Luego, si el ahorrador tuvo conocimiento de la existencia del 
juicio de liquidación judicial, el número de expediente y el juzgado ante el 
que se tramita, antes de que se dictara la sentencia de reconocimiento, 
graduación y prelación de créditos que señaló como acto reclamado en 
su demanda de amparo directo; entonces, quedó sujeto a las actuaciones 
procesales del referido juicio, en concreto, a la notificación de la sentencia 
reclamada realizada por medio de lista, pues aunque no es parte material 
en la liquidación judicial, adquiere la calidad de tercero llamado a juicio y 
queda sujeto a las notificaciones que ahí se realicen, porque al tener 
conocimiento del juicio está en posibilidad de comparecer al mismo a 
defender sus intereses y estar atento a los actos de la autoridad 
responsable. De ahí que sea dicha notificación de la sentencia reclamada 
efectuada en el juicio de liquidación judicial, la que constituye el punto de 
partida para efectuar el cómputo para la promoción de la demanda de 
amparo directo. TERCER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Recurso de reclamación 41/2021. César Elizondo Garza. 
27 de octubre de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Víctor Francisco Mota 
Cienfuegos. Secretario: Adolfo Almazán Lara. Recurso de reclamación 
42/2021. César Elizondo Garza. 10 de noviembre de 2021. Unanimidad de 
votos. Ponente: Sofía Verónica Ávalos Díaz. Secretario: Saulo García Morán. 
 
 
Época: Undécima Época  
Registro: 2025082  
Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito  
Tipo de Tesis: Aislada  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 12 de agosto de 2022 10:20 h  
Materia(s): (Común)  
Tesis: I.11o.C.62 K (10a.)  
CAMBIO DE SITUACIÓN JURÍDICA. NO SE ACTUALIZA ESA CAUSAL DE 
IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO CON MOTIVO DEL DICTADO 
DE LA INTERLOCUTORIA DE PRIMER GRADO DICTADA EN EL 
INCIDENTE DE NULIDAD DE ACTUACIONES EN EL QUE SE SOLICITARON 
MEDIDAS CAUTELARES, SI EL ACTO RECLAMADO ES LA DENEGACIÓN 
DE ÉSTAS, PUES ELLO SÓLO OCURRE CUANDO SE EMITA UNA 
RESOLUCIÓN FIRME. 
Hechos: En la fase de ejecución de convenio de un juicio mercantil, la parte 
demandada promovió incidente de nulidad de actuaciones respecto a la 
adjudicación del inmueble embargado en ese asunto. Además, solicitó medidas 
cautelares con la finalidad de que: a) se mantuviera la situación de hecho 
existente; y, b) se inscribiera el referido incidente en el Registro Público de la 
Propiedad y de Comercio, en el folio real del inmueble adjudicado. El Juez de 
origen admitió el incidente de nulidad de actuaciones y, en dos acuerdos 
distintos, no acordó de conformidad las medidas cautelares solicitadas. En 
contra de estas últimas dos resoluciones, la parte demandada promovió juicio 
de amparo. El Juez de Distrito desechó la demanda al estimar que se actualizó 
un cambio de situación jurídica, pues en diversa demanda de amparo 
promovida por la misma quejosa, respecto del mismo procedimiento de origen, 
reconoció que el incidente de nulidad de actuaciones se declaró infundado en 
interlocutoria de primer grado y que ésta se encontraba subjúdice en apelación. 
Criterio jurídico: Este Tribunal Colegiado de Circuito determina que la emisión 



de la interlocutoria de primer grado dictada en el incidente de nulidad de 
actuaciones en el que se solicitaron medidas cautelares, no actualiza la causal 
de improcedencia por cambio de situación jurídica en el juicio de amparo, si el 
acto reclamado es la denegación de éstas, pues ello sólo ocurre cuando se 
dicte una resolución firme. Justificación: Lo anterior, porque la sola emisión de 
la resolución de primer grado que dilucide la controversia planteada o dé 
por concluido un procedimiento principal o incidental, no produce un 
cambio de situación jurídica frente a las medidas cautelares que se 
hubieren solicitado en ese procedimiento, pues el cambio de situación 
jurídica sólo podría ocurrir cuando la resolución con la que concluya ese 
procedimiento quede firme; de ahí que mientras no exista prueba ni 
certeza de que esto último haya acontecido, no puede afirmarse, 
categóricamente, que hubieren quedado irreparablemente consumadas 
las posibles violaciones que pudiera causar a la parte quejosa el que no 
se acordaran de conformidad las medidas cautelares que solicitó en ese 
procedimiento. Ello porque, por su naturaleza, las medidas cautelares o 
providencias precautorias son independientes del procedimiento en el 
que se solicitan, en virtud de que no constituyen una formalidad esencial 
ni una etapa procesal concreta; razón por la cual, su tramitación, 
otorgamiento o denegación no tiene incidencia sobre el proceso principal 
ni afecta su desarrollo. Por tanto, la sola emisión de la resolución de primer 
grado con la que concluya o mediante la cual se resuelva el procedimiento en 
el que se solicita una o varias medidas cautelares, no puede implicar un 
cambio de situación jurídica que impida analizar lo resuelto sobre éstas, 
pues ese análisis en forma alguna podría variar lo resuelto en el 
procedimiento respectivo. Ahora bien, no debe perderse de vista que, dada 
su naturaleza, las medidas cautelares o providencias precautorias se 
podrán solicitar en el procedimiento respectivo mientras éste no concluya 
en resolución firme. Por tanto, dada la finalidad perseguida por las medidas 
precautorias y la independencia que guardan con el procedimiento principal o 
incidental en el que se solicitan, el dictado de la resolución de primera 
instancia en este último no impide que se resuelva en el amparo sobre la 
procedencia o improcedencia de las medidas cautelares, pues sólo se 
puede estimar que existirá un cambio de situación jurídica que impida 
resolver sobre la constitucionalidad o inconstitucionalidad de la 
resolución que las desestima cuando se emita resolución firme que decida 
el procedimiento en el cual se solicitaron dichas providencias 
precautorias, pues son independientes del procedimiento en el que se 
solicitan en virtud de que no constituyen una formalidad esencial ni una 
etapa procesal concreta; razón por la cual su tramitación, otorgamiento o 
denegación no tiene incidencia sobre el proceso principal ni afecta su 
desarrollo; de ahí que sólo la resolución firme que resuelva o con la que 
concluya el procedimiento donde esas medidas se solicitaron podrá generar un 
cambio de situación jurídica que haga improcedente el juicio de amparo que se 
promueva contra la resolución respecto de esas medidas precautorias. 
DÉCIMO PRIMER TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Queja 182/2020. Gilberto Eusebio Córdoba Favila. 11 de 
febrero de 2021. Unanimidad de votos. Ponente: Fernando Rangel Ramírez. 
Secretaria: Ma. del Carmen Meléndez Valerio. 
 
 
IV. ADMINISTRATIVO 
 
 
Época: Undécima Época  



Registro: 2025363  
Instancia: Plenos de Circuito  
Tipo de Tesis: Jurisprudencia  
Fuente: Semanario Judicial de la Federación  
Publicación: viernes 14 de octubre de 2022 10:24 h  
Materia(s): (Administrativa, Civil)  
Tesis: PC.I.C. J/21 C (11a.)  
JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO FEDERAL. CUANDO SE 
DEMANDA LA FORMALIZACIÓN DE UN CONTRATO DE ADJUDICACIÓN 
DIRECTA Y EL PAGO DE LOS COSTOS CON MOTIVO DE HABER 
REALIZADO TRABAJOS EN FAVOR DE PETRÓLEOS MEXICANOS 
(PEMEX) Y SUS EMPRESAS SUBSIDIARIAS, EL TRIBUNAL FEDERAL DE 
JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEBE RESOLVER EN SU INTEGRIDAD 
TALES PRESTACIONES Y NO DEJAR A SALVO LOS DERECHOS PARA 
EJERCERLOS EN LA VÍA MERCANTIL O CIVIL. 
Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes llegaron a 
conclusiones discrepantes, al analizar la procedencia o no de la vía mercantil 
cuando se demanda de Petróleos Mexicanos (Pemex) y sus empresas 
productivas la formalización de un contrato por adjudicación directa –con motivo 
de haber prestado trabajos para atender emergencias ambientales por derrame 
de hidrocarburos–, así como la declaratoria de su cumplimiento, y el pago de 
los costos o precios por aquellos conceptos y accesorios. Uno de los Tribunales 
sostuvo que no era procedente la vía mercantil, pues se trataba de actos de 
índole administrativo a que se refiere el artículo 80 de la Ley de Petróleos 
Mexicanos, en tanto que el otro Tribunal contendiente razonó, conforme al 
citado precepto legal, que se trataba de actos mercantiles al encontrarse 
previstos en el artículo 75, fracción VI, del Código de Comercio. Criterio jurídico: 
El Pleno en Materia Civil del Primer Circuito determina que cuando se pretende 
obtener la declaratoria de formalización de un contrato por adjudicación directa, 
por haber prestado trabajos de remediación ambiental por derrame de 
hidrocarburos en favor de Petróleos Mexicanos y sus empresas productivas, 
que se efectúan durante el procedimiento de contratación o antes de la firma 
del contrato, se trata de actos administrativos por así clasificarlos la Ley de 
Petróleos Mexicanos, en tanto que el propio ordenamiento prevé que una vez 
firmado el contrato, éste y los demás actos posteriores que deriven de él serán 
de naturaleza privada y se regirán por la legislación mercantil o común 
aplicable. Justificación: Petróleos Mexicanos y sus empresas constituyen un 
ente productivo del Estado Mexicano, el cual se rige por la Ley de Petróleos 
Mexicanos, y regula conforme a sus artículos 75 al 79, sus actos y relaciones 
con los particulares o participantes en los procedimientos de contratación, ya 
sea por licitación pública o concurso abierto, invitación restringida y 
adjudicación directa. De acuerdo con sus artículos 80 y 81, son actos 
administrativos los que se susciten dentro o durante el procedimiento de 
contratación hasta antes de que se firme el contrato; y una vez firmado, éste y 
los demás actos posteriores que deriven de él serán de naturaleza privada y se 
regirán por la legislación mercantil o común aplicable. Ahora bien, cuando la 
parte actora atribuye haber realizado trabajos de remediación por emergencias 
de derrames de hidrocarburos, sin haber firmado o formalizado el contrato con 
la empresa productiva de Petróleos Mexicanos, se trata de un supuesto previsto 
en el artículo 78, fracciones II, III y XVI, del citado ordenamiento, así como en 
los artículos 11 y 32 de las Disposiciones Generales de Contratación para 
Petróleos Mexicanos y sus Empresas Productivas Subsidiarias, publicadas en 
el Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2015, en que se prevé que 
la unidad administrativa responsable de Petróleos Mexicanos es la facultada 
para dictaminar la procedencia de contratación directa en caso de la existencia 



de tales emergencias, para lo cual será suficiente que manifieste por escrito 
respecto de la necesidad de contratación de los trabajos y que se realicen de 
manera inmediata, aun y cuando no se celebre el contrato, cuyo dictamen 
deberá ser convalidado por el superior jerárquico del servidor público 
responsable de emitirlo, y posteriormente se establece la posibilidad de celebrar 
el contrato correspondiente. Lo anterior pone de manifiesto que la fuente de la 
obligación que otorga sustento a las prestaciones reclamadas, la 
constituyen: a) los actos administrativos que emiten los servidores 
públicos de Petróleos Mexicanos, consistentes en la emisión de un 
dictamen por escrito en el que se establece o justifica la existencia del 
evento emergente, su necesidad de realizar los trabajos para remediarlo; 
b) la posterior convalidación del dictamen y su autorización para realizar 
los trabajos de forma inmediata; c) los trabajos de remediación ambiental 
que la actora afirma haber realizado con motivo de la autorización o 
solicitud formulada por el área responsable; y d) la formulación de una 
solicitud de cotización y su aceptación o rechazo. En consecuencia, si los 
actos a que se refieren los apartados anteriores son eminentemente 
administrativos y constituyen, conjunta o separadamente, la fuente de las 
obligaciones cuyo cumplimiento se demanda, entonces, conforme al 
principio de indivisibilidad de la continencia de la causa, atento a lo 
previsto en el artículo 14, último párrafo, de la Constitución General, el 
Tribunal Federal de Justicia Administrativa deberá resolver en su 
integridad tales prestaciones, pues se reclaman de forma simultánea; así, 
deberá condenar o absolver respecto a si procede o no la formalización del 
contrato y el pago de los costos que se atribuyen por los trabajos realizados, 
cuya cuantía puede o no determinarse o dejarse en la etapa de ejecución en su 
caso; es decir, no es procedente que dicho órgano jurisdiccional, en la sentencia 
o resolución que al efecto dicte, condene al ente público a que sólo firme el 
contrato, y dejar a salvo los derechos por lo que toca al pago de los trabajos 
efectuados, para que posteriormente, en perjuicio del derecho de acceso a la 
jurisdicción del contratista, éste se vea obligado a ejercer la vía mercantil ante 
un Juez de Distrito en la materia para reclamarlo; lo anterior, pues como quedó 
asentado, la fuente de la obligación de pago deriva de los actos 
administrativos de referencia, y no respecto de la formalización del 
contrato, porque éste también constituye una consecuencia que deriva de 
aquéllos, y que surge con motivo, no de un acuerdo de voluntades, sino 
de la misma resolución administrativa que le otorga sustento, y es en ese 
instrumento procesal en que se debe determinar la secuencia de actos 
que deben cumplimentarse para lograr el cumplimiento de pago y dar fin 
a la controversia, en aras de una impartición de justicia completa que exige el 
artículo 17 constitucional. En ese orden, conforme a los artículos 50 y 52, 
fracción V, incisos a) y b), de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso 
Administrativo, el tribunal, de ser procedente, debe declarar la existencia del 
derecho subjetivo controvertido y condenar a cubrir las cantidades reclamadas; 
ello, cuando se reclame la formalización de los contratos por adjudicación 
directa y el pago por los costos que se generaron con motivo de la prestación 
de trabajos de remediación ambiental por derrame de hidrocarburos. Máxime 
que el citado tribunal administrativo cuenta con plena jurisdicción no sólo para 
anular los actos administrativos, sino también para determinar, como regla 
general, la forma de reparación del derecho subjetivo del actor lesionado por la 
autoridad demandada en su actuación, fijando los derechos de aquél, sus 
límites y proporciones, y condenando a Petróleos Mexicanos a restablecerlos y 
a hacerlos efectivos, salvo que no se cuente con los elementos de convicción 
suficientes para decretar una condena. PLENO EN MATERIA CIVIL DEL 
PRIMER CIRCUITO. Contradicción de tesis 1/2022. Entre las sustentadas por 



el Cuarto y el Sexto Tribunales Colegiados, ambos en Materia Civil del Primer 
Circuito. 7 de junio de 2022. Mayoría de ocho votos de los Magistrados María 
del Carmen Aurora Arroyo Moreno, Iliana Fabricia Contreras Perales, Fortunata 
Florentina Silva Vásquez, Fernando Rangel Ramírez, Judith Moctezuma 
Olvera, Alejandro Sánchez López, Ethel Lizette del Carmen Rodríguez 
Arcovedo y Ma. del Refugio González Tamayo (presidenta) quien formuló voto 
de calidad. Disidentes: Paula María García Villegas Sánchez Cordero, María 
Amparo Hernández Chong Cuy, Adalberto Eduardo Herrera González, 
Hortencia María Emilia Molina de la Puente, Gonzalo Hernández Cervantes, 
Martha Gabriela Sánchez Alonso, Gonzalo Arredondo Jiménez y Manuel 
Ernesto Saloma Vera. Los Magistrados Paula María García Villegas Sánchez 
Cordero, María Amparo Hernández Chong Cuy, Hortencia María Emilia Molina 
de la Puente y Manuel Ernesto Saloma Vera formularon voto particular. 
Ponente: Manuel Ernesto Saloma Vera. Secretario: Miguel Ángel Ramírez 
Topete. Encargado del engrose: Fernando Rangel Ramírez. Secretario: Octavio 
Rosales Rivera. Criterios contendientes: El sustentado por el Cuarto Tribunal 
Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 
358/2021, y el diverso sustentado por el Sexto Tribunal Colegiado en Materia 
Civil del Primer Circuito, al resolver el amparo directo 337/2021.  
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